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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-8103-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Herrero Acosta

Ministro de Hacienda
	01-07-11
	FONDO NACIONAL DE EMERGENCIAS NO ES PARTE DE LA CAJA ÚNICA DEL ESTADO

-Artículo 43 párrafo segundo y 54 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos. No. 8488

-Artículo 37 del Reglamento a la Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos. Decreto Ejecutivo No. 34361-MP

La normativa excluye al Fondo Nacional de Emergencias de las disposiciones de la Caja Única del Estado que administra la Tesorería Nacional, contrario a lo que el legislador pretende en la Ley de Administración Financiera, que no es otra cosa que los fondos que perciba el gobierno, independientemente de su fuente, deben ser parte del fondo único del Estado. 



	11-8116-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eduardo Fernández Azofeifa
	01-07-11
	REGLAMENTO DE QUEMAS CONTROLADAS

-Reglamento de Quemas Agrícolas Controladas. Decreto Ejecutivo 35368-MAG-S-MINAET

Se acusa que el Reglamento impugnado permite las quemas controladas, lo que va en contra del Protocolo de Kyoto que fue debidamente ratificado por Costa Rica.



	11-8126-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Morales Rodenhausen y otro 
	01-07-11
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. 



	11-8124-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de II Circuito Judicial de San José
	01-07-11
	PROPORCIONALIDAD DE PENA MINIMA DE LA LEY DE PSICOTROPICOS

-Artículo 58 de la Ley de Estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas. No. 8204

Se consulta que si la pena mínima de 8 años de prisión que determina la norma, es proporcional a la conducta acreditada, la venta de dos piedras de crack. Exp. 09-3712-275-PE



	11-8127-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de II Circuito Judicial de San José
	01-07-11
	RECURSO DE REVISIÓN

Se consulta la inexistencia de una ley de ejecución de sanciones penales para adultos, la inexistencia de penas alternas a la prisión para personas indígenas, la falta de desarrollo legislativo del artículo 10 del Convenio 169 de la OIT y la no consideración de dicha condición o de un peritaje cultural-antropológico para la imposición de la sanción a personas indígenas ni la previsión de su resocialización. Exp. 00-429-597-PE

	11-8441-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Antonio Montero Céspedes
	07-07-11
	REGLAMENTO PARA QUEMAS AGRICOLAS CONTROLADAS

-Decreto Ejecutivo número 35368-MAG-S-MINAET. Publicado en La Gaceta número 147 del 30-07-2009.

El decreto impugnado regula el trámite del otorgamiento de los permisos de quemas agrícolas controladas, el alcance de los mismos, así como establecer las medidas de prevención que deberán acatarse al ejecutar esta práctica. Se acusa que en la ciudad de Filadelfia las empresas azucareras, generan mucha contaminación de hollín y polvo. 



	11-8408-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Enrique Leiva Rojas
	06-07-11
	DIRECTRIZ DEL REGISTRO NACIONAL

-Directriz DRBM-DIR-003-2011 del Registro Nacional, del 16 de marzo del 2011. 

La directriz trata de exoneración de aranceles. 



	11-8379-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eduardo Alfonso Albán Gamboa
	06-07-11
	SANCION PENAL POR DESOBEDIENCIA

-Artículo 307 del Código Penal

Se impondrá prisión de seis meses a tres años, a quien no cumpla o no haga cumplir, en todos sus extremos, la orden impartida por un órgano jurisdiccional o por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, siempre que se haya comunicado personalmente, salvo si se trata de la propia detención. En el caso concreto es por la falta de cumplimiento de una sanción impuesta por la Oficina del Consumidor. 



	11-8342-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Oviedo Espinoza
	06-07-11
	SANCIONES PARA PERSONAS ELECTAS POPULARMENTE

-Artículo 26 de la Ley contra el Hostigamiento sexual en el empleo y la docencia. No. 7476 del 03-02-1995.

Las sanciones para las personas electas popularmente serán: 

a) A los diputados y las diputadas: Cuando así lo acordare el Plenario Legislativo de conformidad con el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política y al tenor de lo establecido en esta Ley, se demuestre que el hecho fue cometido por un diputado o una diputada, la sanción será la de una amonestación ética pública. 

b) A los alcaldes (esas), intendentes y suplentes: cuando, a partir de la investigación que realice la Comisión investigadora al tenor de lo establecido en esta Ley, se demuestre que el hecho fue cometido por un alcalde o una alcaldesa, intendentes y suplentes, la sanción será la amonestación escrita, la suspensión o la pérdida de la credencial de conformidad con el inciso e) del artículo 18 del Código municipal, una vez instruido el procedimiento administrativo ordenado por el concejo municipal para que se imponga la sanción correspondiente. 

c) A las regidoras, (es) y suplentes cuando a partir de la investigación que realice la Comisión investigadora al tenor de lo establecido en esta Ley, se demuestre que el hecho fue cometido por un regidor o una regidora; la sanción será la amonestación escrita, la suspensión o la pérdida de la credencial, de conformidad con el inciso e) del artículo 24 del Código municipal, una vez instruido el procedimiento administrativo ordenado por el concejo municipal para que se imponga la sanción correspondiente. 

d) A las síndicas (os), municipales, suplentes y a las demás personas elegidas popularmente en el nivel de gobierno local: cuando, a partir de la investigación que realice la Comisión investigadora al tenor de lo establecido en esta Ley, se demuestre que el hecho fue cometido por un síndico o una sindica, u otra sanción será la amonestación escrita, la suspensión o la pérdida de la credencial, de conformidad con lo establecido en el Código municipal, una vez instruido el procedimiento administrativo ordenado por el concejo municipal para que se imponga la sanción correspondiente.

Señala el recurrente que los miembros del Consejo Municipal no pueden ejercer la potestad sancionatorio, porque representan intereses político-partidarios. Además señala que se establece un procedimiento que no protege el derecho al debido proceso. 



	11-8290-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Terán Orlich
	05-07-11
	SANCIONES EN LA LEY DE TRANSITO

-Artículos 131, 115 y 71 bis de la Ley de Tránsito.

Las normas regulan la sanción a los conductores que hablen por teléfono celular. El recurrente considera que la suma de 270.000 colones en multa es irrazonable, confiscatorio y desproporcionado, que no es acorde con la realidad económica del país. Además se aplicaron diferentes sanciones por la misma conducta, como la reducción de puntos en su licencia de conducir.

 

	11-8431-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Trabajo de Cartago del I Circuito Judicial
	07-07-11
	REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR INVALIDEZ

-Artículo 6 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de Caja Costarricense de Seguro Social. 

La norma señala que para que le sea otorgada una pensión por invalidez, entre otros requisitos, la persona debe tener un número mínimo de cuotas y haber aportado durante los últimos meses las mismas, lo cual se denomina el requisito de actualidad. A juicio del Tribunal, este requisito puede lesionar los principios de solidaridad, universalidad, obligatoriedad, unidad e integridad. Exp. 09-000597-1023-LA



	11-8503-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación del II Circuito Judicial de San José
	08-07-11
	RECURSO DE REVISIÓN

Se consulta la inexistencia de una ley de ejecución de sanciones penales para adultos, la inexistencia de penas alternas a la prisión para personas indígenas, la falta de desarrollo legislativo del artículo 10 del Convenio 169 de la OIT y la no consideración de dicha condición o de un peritaje cultural-antropológico para la imposición de la sanción a personas indígenas ni la previsión de su resocialización. Exp. 07-001926-0063-PE



	11-8506-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación del II Circuito Judicial de San José
	08-07-11
	RECURSO DE REVISION

-Se consulta sobre la función resocializadora de la pena como función “declarada” del ius puniendi del Estado; o el papel del análisis de la condición de indígena como criterio de valoración de impacto de la pena privativa de libertad en poblaciones vulnerables; o si la ejecución material de la pena, viola el debido proceso si se realiza sin existir una Ley de Ejecución Penal de Adultos que garantice los derechos humanos de los y las privados y privadas de libertad; o si la ejecución penal de la pena privativa de libertad puede realizarse sobre personas pertenecientes a pueblos indígenas si una Ley de Ejecución de Penas que analice las consecuencias del convenio 169 de la OIT, concretamente en su artículo 10. Exp. 05-000945-0597-PE.



	11-8578-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Antonio Granados Bonilla
	11-07-11
	SANCIONES EN LA LEY DE TRANSITO

-Artículo 131 inciso e) de la Ley de Tránsito. No. 7331

Se regula la sanción por hablar por teléfono celular o llevar entre sus manos cualquier cosa que dificulte la conducción del vehículo. A juicio del accionante la sanción es excesiva, desproporcional e irrazonable. 



	11-8591-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Gerardo Espinoza León

Asociación Sindical de Empleados del IFAM


	11-07-11
	TOPE DE INCAPACIDADES EN EL IFAM

-Artículo 113 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Aprobado en sesión de Junta Directiva número 2359 de enero de 1994 y replanteado en sesión extraordinaria número 4036 del 11-05-11.

La norma impugnada establece un tope de subsidio por incapacidad, hasta de dos años. ***



	11-8668-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rubén Pacheco Lutz

Asociación Cámara Costarricense de Hoteles.


	13-07-11
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE LA PROPINA

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que establece la naturaleza salarial del 10% de servicio creado mediante la ley número 4946. “Ley de Creación de Derecho de Propina a Trabajadores de Restaurantes” del 03 de febrero de 1992 y sus reformas. 

En las sentencias 69-1995, 381-1999 y 865-2005 la Sala Segunda indicó que la propina legal a la que tiene derecho un salonero por el servicio en las mesas, es de naturaleza salarial, creando así una carga tributaria al tener que cancelársele a la CCSS las cuotas obrero patronal por este rubro.



	11-8697-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Antonio Aguilar Gómez

Asociación Patentados Heredianos


	13-07-11
	PROPINA

-Artículo 4 de la Ley que crea el Derecho de Propina a los Trabajadores en los Restaurantes. Número 4946.

La norma señala que los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores. Cualquier suma que por ese concepto, deje de percibir el trabajador por causa imputable a patrono se considerará como una deuda de éste con aquél. Con relación al monto se le aplicarán al patrono las mismas disposiciones y sanciones que el Código de Trabajo establece para todo lo relacionado con el salario. El recurrente considera que no es propina y que no debe considerarse para efectos de pagos de cuotas obrero patronal a la CCSS.



	11-8708-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronald Francisco Carmona González
	13-07-11
	NOTIFICACION AUTOMATICA

-Artículos 6 y 12 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras comunicaciones judiciales. No. 7637.

Las normas señalan que si la parte no señala lugar para notificaciones o si en el medio escogido se imposibilita notificarle por razones ajenas al despacho judicial, se tendrá por notificado 24 horas después de dictadas. A juicio del accionante la norma es discriminatoria para quienes no tienen medios tecnológicos. 



	11-8711-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lillia Fonseca Alvarado

Sindicato Pro trabajadores del CNP y de la Fábrica Nacional de Licores
	14-07-11
	CONVENCION COLECTIVA DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCION

-Artículos 3, 19, 23, 27, 29, 51, 71, 88 inciso e) y 92 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción.

Las normas impugnadas impiden que el Sindicato represente a sus afiliados en el proceso de reestructuración, reconociendo sólo a uno de los Sindicatos de la institución. 



	11-8769-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Angel Villalobos Chacón
	14-07-11
	PROCESO DE ADMINISTRACIÓN Y REORGANIZACIÓN DE LA EMPRESA

-Artículos 709 párrafo primero, 724 párrafo inicial y tercero, 731 párrafo final y 732 del Código Procesal Civil. 

Las normas regulan el procedimiento para acogerse al proceso de administración y reorganización de su empresa con intervención judicial y pone como condición no acogerse a un convenio preventivo. Lo anterior, a juicio del accionante, carece de razonabilidad. 



	11-8708-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronald Francisco Carmona González
	13-07-11
	NOTIFICACION AUTOMATICA

-Artículos 6 y 12 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras comunicaciones judiciales. No. 7637.

Las normas señalan que si la parte no señala lugar para notificaciones o si en el medio escogido se imposibilita notificarle por razones ajenas al despacho judicial, se tendrá por notificado 24 horas después de dictadas. A juicio del accionante la norma es discriminatoria para quienes no tienen medios tecnológicos. 



	11-8711-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lillia Fonseca Alvarado

Sindicato Pro trabajadores del CNP y de la Fábrica Nacional de Licores
	14-07-11
	CONVENCION COLECTIVA DEL CNP

-Artículos 3, 19, 23, 27, 29, 51, 71, 88 inciso e) y 92 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción.

Las normas impugnadas impiden que el Sindicato represente a sus afiliados en el proceso de reestructuración, reconociendo sólo a uno de los Sindicatos de la institución. 



	11-8769-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Angel Villalobos Chacón
	14-07-11
	PROCESO DE ADMINISTRACIÓN Y REORGANIZACIÓN DE LA EMPRESA

-Artículos 709 párrafo primero, 724 párrafo inicial y tercero, 731 párrafo final y 732 del Código Procesal Civil. 

Las normas regulan el procedimiento para acogerse al proceso de administración y reorganización de su empresa con intervención judicial y pone como condición no acogerse a un convenio preventivo. Lo anterior, a juicio del accionante, carece de razonabilidad. 



	11-8850-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia
	18-07-11
	OMISION DE INCLUIR A PERSONAS CON DISCAPACIDAD, EN EXCEPCIONES DE APREMIO CORPORAL POR PENSION ALIMENTARIA

-Artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias

Se consulta en tanto el artículo omite incluir dentro de las salvedades al apremio corporal a las personas con discapacidad, lo que parece contravenir las disposiciones contenidas en un instrumento internacional de protección de Derechos Humanos, como son la Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, pues se hace la salvedad a favor del menor de quince años y del mayor de setenta y un años.



	11-8822-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Valentín Cortes Granados
	18-07-11
	DONACION

-Artículo 1045 inciso 1 del Código Civil.

La norma señala que la donación, una vez aceptada no puede revocarse sino por causa de ingratitud en los casos siguientes: 1º.- Si el donatario comete alguna ofensa grave contra la persona u honra del donador, sus padres, consorte o hijos.



	11-8838-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Trejos Ramírez
	18-07-11
	REINGRESO EN EL SERVICIO CIVIL

-Artículo 14 del Estatuto de Servicio Civil. La frase que dice: “podrá reingresar dentro de la década siguiente” al puesto que ocupaba en propiedad, sin concurso previo. Considera el recurrente que el requisito de 10 años que le fue impuesto, no es razonable, pues no resulta indispensable para alcanzar el fin perseguido. 



	11-8846-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Pablo Sánchez Hernández

Asociación Nacional de Industriales del Sector Arrocero de Costa Rica (ANINSA)


	18-07-11
	PROCESAMIENTO Y COMERCIALIZACIÓN DEL ARROZ

-Artículo 33 de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera. No.8285 publicada en La Gaceta 114 del 14-06-2002.

La norma obliga a las industrias arroceras a recibir arroz para su procesamiento, lo que hace que deban recibir arroz para materia prima, sin dejar espacio para el arroz ya procesado que se pueda colocar de inmediato en el mercado, obligándoles a tener pérdidas económicas y lesionando los artículos 46 y 50 de la Constitución Política.



	11-8909-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Eduardo Vargas Rivera
	18-07-11
	APELACION DE DICTAMENES ANTE MEDICINA LEGAL

-Artículo 34 párrafo 5 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial. No. 5524

La norma señala que habrá un Consejo Médico Forense, organizado en las secciones necesarias para su buen funcionamiento, a juicio de la Corte Suprema de Justicia y previa recomendación del Jefe de Departamento de Medicina Legal… A las secciones del Consejo les corresponderá dictaminar, en alzada, sobre las cuestiones médico legales que se susciten en los procesos cuando lo ordenen los Tribunales de Justicia, de oficio o a solicitud de parte. Para ejercer sus potestades, deberá existir la consulta, en su caso, o el respectivo recurso de apelación, el cual se interpondrá ante el Tribunal que conoce del proceso, dentro de los ocho días siguientes a aquel en que el dictamen impugnado haya sido notificado a todas las partes. 

Acusa el recurrente que se admite la apelación contra el examen sin darle debido proceso a las partes. 



	11-8931-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Mora Ordóñez
	19-07-11
	PAGO DE DISPONIBILIDAD EN MIGRACION

-Artículo 30 del Reglamento para la autorización, reconocimiento y compensación de tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería del Ministerio de Gobernación. Decreto Ejecutivo número 33791-G del 22-3-07, publicado en la Gaceta del 6-6-2007.

La norma impugnada no permite el pago de tiempo extraordinario a quienes les pagan el rubro de disponibilidad. 



	11-8971-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lidia Mercedes Sánchez Franco
	19-07-11
	UNION DE HECHO

-Artículo 242 del Código de Familia

-Artículo 572 del Código Civil

Las normas impugnadas reconocen la unión de hecho sólo a las personas que poseen aptitud legal para contraer matrimonio. En el caso concreto se denegó la pensión a la compañera de hecho por 23 años. 



	11-9057-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodolfo Madrigal Cavalini

MBROWER DE COSTA RICA S.R.L.
	20-07-11
	COBRO DE IMPUESTO DE VENTAS

-Artículo 21 párrafo 8 del Reglamento del Impuesto General sobre las Ventas. Decreto Ejecutivo 14082-H y sus reformas. 

La norma señala que “la Administración Tributaria está facultada para determinar el crédito fiscal, siempre que el interesado aporte los comprobantes respectivos”. Se acusa que la Administración Tributaria interpreta que la aplicación del impuesto de ventas es un gasto deducible, por no estar separado en la factura.  



	11-9095-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Bernan Luis Salazar Ureña
	20-07-11
	LIMITACIONES A LA CONCILIACION

- Artículo 36 último párrafo del Código Procesal Penal. 

La norma impugnada señala que “En los delitos de carácter sexual, en las agresiones domésticas y en los delitos sancionados en la Ley de penalización de la violencia contra la mujer, el tribunal no debe procurar la conciliación entre las partes ni debe convocar a una audiencia con ese propósito, salvo cuando lo soliciten, en forma expresa, la víctima o sus representantes legales”. 



	11-9243-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Barboza Orozco
	22-07-11
	COBROS HIPOTECARIOS

-Artículo 25 del Código Procesal Civil

-Ley Orgánica del Poder Judicial

La norma señala que en las pretensiones sobre inmuebles, será competente el juez del lugar donde se sitúa la finca. Se impugna el que se hagan los cobros hipotecarios en San José y no en el Segundo Circuito Judicial. 

	11-9444-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Ulate Quesada y otro

Asociación de Consumidores de Costa Rica
	27-07-11
	CONDICIONES PARA ACTIVAR CELULARES QUE NO ESTÁN HOMOLOGADOS

-Resolución 092-2011 del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones de las 11:00 horas del 04 de mayo del 2011.

La resolución dispone las condiciones bajo las cuales se activarán dispositivos móviles que no se encuentren homologados, entre otras se cuestiona el hecho de que se haga firmar al usuario una carta donde haga expresamente la renuncia de plantear futuras reclamaciones por la calidad del servicio, al usar terminales que no se encuentren homologadas



	11-9492-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Nelson Ramírez Ramírez
	27-07-11
	APELACION EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículos 71, 152, 153 y 136 inciso g) de la Ley de Tránsito. 

-Resolución 5507-2010-SJ de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial. 

Las normas impugnadas no permiten la apelación de boletas de citación emitidas por la Unidad de Impugnaciones del Consejo de Seguridad Vial. 



	11-9627-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jeremías Monge Ocampo
	29-07-11
	PROCEDIMIENTOS POR HOSTIGAMIENTO SEXUAL EN LA CCSS

-Artículos 6, 7, 27 y 41 del Reglamento contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

-Artículos 28 y 29 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social de 1998.

-Artículos 164, 165, 184, 185 y 199 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social del 2010.

Las normas impugnadas señalan que a los procedimientos administrativos que se iniciaron antes de la reforma del 2010, se les aplica la normativa del 2008. Se acusa que el reglamento no permite ninguna conciliación en esta materia y la ley no indica nada sobre el tema. Señala además que existen una serie de vicios en el procedimiento. 



	11-9629-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro González Chaves y otro
	29-07-11
	PARTICIPACION DE SOCIEDADES ANONIMAS EN ORGANIZACIONES DEPORTIVAS

-Artículo 10 del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de la Unión. 

Las normas señalan que para integrar la Asamblea Cantonal de Organizaciones Deportivas y Recreativas, se permitirán sólo la Asociaciones Deportivas con personería jurídica vigente y adscrita al Comité Cantonal. Con ello se deja sin posibilidad de participar a las Sociedades Anónimas Deportivas.



	11-9402-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Cuarto Civil de Menor Cuantía del Primer Circuito Judicial de San José.


	26-07-11
	OBLIGACION DE LOS JUECES DE REALIZAR INSCRIPCIÓN DE DOCUMENTOS

-Circular número 41-2011 Reglamento del Uso del Sistema de Registro Electrónico de Mandamientos. (SREM). Aprobado en Corte Plena, en sesión número 7-11 del 14-03-11.

-Circular número 75-2010 de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial del 09 de agosto del 2010, que estatuye la obligación de los Despachos Judiciales, realizar la labor de calificación, inscripción y cancelación sobre derechos inscritos ante el Registro Público. 

Considera el juez consultante que la inscripción de documentos por vía electrónica no es competencia del Poder Judicial, que esa es una función que corresponde al auxiliar registrador que forma parte del Poder Ejecutivo.

 

	11-9591-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	29-07-11
	REFORMA A LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

-Reforma al artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Expediente Legislativo 17.325

La norma señala que “todo juez estará legitimado para consultarle a la Sala Constitucional cuando tuviere dudas fundadas sobre la constitucionalidad de una norma o acto que deba aplicar, o de un acto, conducta u omisión que deba juzgar en un caso sometido a su conocimiento. Además, deberá hacerlo preceptivamente cuando haya de resolver los recursos de revisión a que se refiere el artículo 42 de la Constitución Política, fundados en una alegada violación de los principios del debido proceso o de los derechos de audiencia o defensa; pero esto solamente para los efectos de que la Sala Constitucional defina el contenido, condiciones y alcances de tales principios o derechos, sin calificar ni valorar las circunstancias del caso concreto que motiva el respectivo recurso”.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-007627-0007-CO

Voto 2011-008793
	01-07-11
	A las diez horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GIOVANNI ALEXIS SANCHO RODRIGUEZ en contra de la sentencia N° 127-P-08 del Tribunal de Juicio de Puntarenas y la resolución N° 2110-001101 de la Sala Tercera de Casación por considerarlas contrarias a lo dispuesto en los artículos 11 y 129 in fine de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.

	10-017897-0007-CO

Voto 2011-008989
	06-07-11
	A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. JUSTO OROZCO ÁLVAREZ, en su condición de PRESIDENTE DEL PARTIDO POLÍTICO RENOVACIÓN COSTARRICENSE y OTROS en contra de los artículos 50, 51, 55, 61 y 62 del Reglamento sobre el Financiamiento de los Partidos Políticos, Decreto No. TSE-17 de 19 de octubre de 2009 y contra las resoluciones Nos. 6930-E-10-2010 de las 10:00 hrs. de 18 de noviembre de 2010 y 8141-E10-2010 de las 12:10 hrs. de 23 de diciembre de 2010, ambas emitidas por el Tribunal Supremo de Elecciones. Intervienen, también, en la acción, LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA y EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-

	11-007751-0007-CO

Voto 2011-008990
	06-07-11
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Consulta Judicial. Juzgado Laboral de Menor Cuantía de Grecia en lo referente a la resolución de las diez horas veintidós minutos del diecisiete de junio de dos mil once, dictada dentro del expediente número 11-000045-1113-LA-9, que es proceso ordinario laboral interpuesto por Bernal Solano Bonilla contra Francisco Gamboa Conejo, Martín Cruz Zamora, Víctor Mesalles Cebria y el Grupo Empresarial Supermercados Unidos S.A., en relación a la constitucionalidad del artículo 45 del Código Procesal Civil y 194 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No ha lugar a evacuar la consulta.

	11-007986-0007-CO

Voto 2011-008991
	06-07-11
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Consulta Judicial. Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón en lo referente al escrito de fecha 4 de marzo de 2011, dictada dentro del expediente judicial número 03-700363-0246-PA, que es Incidente de Exoneración de Pensión, en relación a la constitucionalidad de las Circulares del Consejo Superior del Poder Judicial No. 159-08, publicada en el Boletín Judicial No. 186 del 26 de setiembre de 2008 y la número 69-2001. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	10-002621-0007-CO

Voto 2011-008994
	06-07-11
	A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  ALBINO HERNANDEZ ALTAMIRANO, GERARDO ARIAS MORA en contra del Artículo 7, antes artículo 10, del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico de la C.C.S.S.  Aprobado por Junta Directiva de la CCSS en sesión número 8151 del 17 de mayo del 2007. Publicado en La Gaceta número. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 7 del Reglamento del programa régimen no contributivo de pensiones, modificado mediante el artículo 11 de la sesión No. 8343 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, celebrada el 30 de abril de 2009, y su antecedente, el artículo 10, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en sesión No. 8151, celebrada el 17 de mayo de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-

	10-006906-0007-CO

Voto 2011-009395
	19-07-11
	A las diecisiete horas con cuarenta minutos. Consulta Judicial Facultativa de Constitucionalidad. Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea en lo referente a la resolución N° 1123-2011 de las catorce horas del ocho de junio de dos mil once, dictada dentro del expediente número 11-000607-1028-CA, que es denuncia acerca del incremento de capital sin causa lícita aparente interpuesta por el Ministerio Público, en contra de Carlos Soto Villalobos. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número  11-004831-007-CO se tramita ante esta Sala.-



	11-002954-0007-CO

Voto 2011-009396
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Santos Lara García en contra de los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Corríjase el considerando II de la sentencia número 2011-07808 de las catorce horas cincuenta y seis minutos del quince de junio del dos mil once, en los términos mencionados en el único considerando de esta resolución.-



	11-006905-0007-CO

Voto 2011-009397
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. JOSÉ JOAQUÍN ACUÑA MESÉN en contra del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República número R-CO-16-2007 publicado en La Gaceta número 76  del 20 de abril de 2007, por ser contrario a los artículos 11, 28, 39, 41, 129, 183 y 184 de la Constitución Política, 6, 11 y 59 de la Ley General de la Administración Pública, así como 3, 23 y 77 de la Ley Orgánica de  la Contraloría General de la República. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Piza Rocafort ponen nota, según lo indicado en el último considerando.-



	10-015027-0007-CO

Voto 2011-009398
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. JORGE ARTURO LÓPEZ SALAS en su condición de representante legal de VJ INVERSIONES SOCIEDAD ANÓNIMA en contra del artículo 9 de la Ley N. 7088, publicada en el Alcance número 34-A, a La Gaceta de 30 de noviembre de 1987. Se rechaza por el fondo la acción.-



	11-004878-0007-CO

Voto 2011-009399
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Alberto Ramírez Araya y Minor Castro Aguilar en contra del artículo 6 del Reglamento de Organización y Servicio de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la Provincia de Puntarenas, Decreto Ejecutivo N° 30251-P-H. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	11-007058-0007-CO

Voto 2011-009400
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución número 125-11 de las nueve horas cincuenta minutos del veintisiete de mayo del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-001764-396-PE que es causa por el delito de conducción temeraria, seguida contra Manuel Salvador Baltodano Castillo. Estése el Tribunal Consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-7783 de las catorce horas treinta y un minutos del quince de junio del dos mil once.-



	11-004829-0007-CO

Voto 2011-009401
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución número 69-11 de las trece horas treinta minutos del treinta de marzo del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-000003-412-PE que es causa por el delito de conducción temeraria, seguida contra Juvenal Moreno Marchena. Estése el Tribunal Consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia 2011-7783 de las catorce horas treinta y un minutos del quince de junio del dos mil once.-



	11-002948-0007-CO

Voto 2011-009402
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la  resolución número 47-11 de las once horas veinte minutos del siete de marzo del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-003212-396-PE que es causa por el delito de conducción temeraria, seguida contra Álvaro Campos González. Estése el Tribunal Consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-7783 de las catorce horas treinta y un minutos del quince de junio del dos mil once.-



	11-004830-0007-CO

Voto 2011-009403
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución número 76-11 de las ocho horas doce minutos del ocho de abril del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-201548-413-PE que es causa por el delito de conducción temeraria, seguida contra Miguel Mendoza Palacios. Estése el Tribunal Consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-7783 de las catorce horas treinta y un minutos del quince de junio del dos mil once.-



	11-007059-0007-CO

Voto 2011-009404
	20-07-11
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Consulta judicial facultativa. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución número 127-11 de las ocho horas quince minutos del treinta y uno de mayo del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-000572-414-PE que es causa por el delito de conducción temeraria, seguida contra Rommel Torres Meléndez. Estése el Tribunal Consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-7783 de las catorce horas treinta y un minutos del quince de junio del dos mil once.-


	11-002094-0007-CO

Voto 2011-009415
	20-07-11
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GUILLERMO MOJICA CHANG en contra de los ARTÍCULOS  46, 78 INCISO C), 79, 80 Y 87 INCISOS 1 Y 3 DEL CÓDIGO DE DEBERES JURÍDICOS, MORALES Y ÉTICOS DEL PROFESIONAL EN DERECHO, EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE ABOGADOS Y EL ARTÍCULO 241 INCISO 3) DE LA LEY GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Se rechaza de plano la acción en relación con la impugnación de los artículos 46 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho y 241 inciso 3 de la Ley General de la Administración Pública, y por el fondo en relación con los artículos 10 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y 78 inciso c), 79, 80 y 87 incisos 1 y 3 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho.-



	09-015886-0007-CO

Voto 2011-009762
	27-07-11
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ELSA ELENA NUÑEZ CESPEDES en contra del inciso 10) del Artículo 4, del Reglamento para recibir tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal, dictado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el artículo 12 de la Sesión 7593, del 28 de abril del 2005. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anula el inciso 10) del artículo 4 del Reglamento para recibir Tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado en la sesión de la Junta Directiva No. 7953 de 28 de abril de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	11-008127-0007-CO

Voto 2011-009763
	27-07-11
	A las quince horas con once minutos. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al proceso para la revisión de sentencia promovido por Alejandro Sancho Sancho en contra de la sentencia número 89-2003 de las diez horas del diez de abril de dos mil tres, dictada por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, el tomar en consideración de la condición indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta.-



	11-006483-0007-CO

Voto 2011-009765
	27-07-11
	A las quince horas con trece minutos. Consulta Judicial Facultativa. Jueza de Familia de Desamparados en lo referente a la resolución de las quince horas cuarenta minutos del treinta de mayo de dos mil once, dictada dentro del expediente número 11-400647-637-FA, que Diligencias de matrimonio promovidas por los señores Yashín Francisco Castrillo Fernández y Víctor Esteban Naranjo López. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	11-001905-0007-CO

Voto 2011-009790
	27-07-11
	A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Montero Leal en contra del inciso k) del artículo 131 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-06805 de las diez horas treinta y un minutos del veintisiete de mayo del dos mil once.-



	11-008408-0007-CO

Voto 2011-009792
	27-07-11
	A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. CARLOS ENRIQUE LEIVA ROJAS en contra de la DIRECTRIZ DRBM-DIR-003-2011. Se rechaza de plano la acción.- 



	08-017883-0007-CO

Voto 2011-009849
	27-07-11
	A las dieciséis horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ramón  Luis Rodríguez Vindas en contra de los artículos 241 inciso e) y 238 inciso c), en la redacción original que a ambos diera la Ley General de Aduanas, N° 7557 de 20 de octubre de 1995. Se declara sin lugar la acción.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-005826-0007-CO


	Vilma Solano Pérez contra el Artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Boletín judicial 128, 129, 130 del 04, 05 y 06 de julio del 2011.

	 LIMITE DE SUBSIDIO POR INCAPACIDADES DE LA CCSS

-Artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud

La norma impugnada señala que tendrá derecho al pago de subsidios por incapacidad, el trabajador activo que haya cotizado el mes anterior y además haya aportado 6 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de inicio de la incapacidad. Los subsidios por incapacidad se pagarán hasta por un máximo de 52 semanas. No obstante, si el asegurado ha cotizado con 8 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de la incapacidad, podría prorrogar el pago de subsidios hasta por 26 semanas adicionales en los términos que establece el Reglamento para el otorgamiento de incapacidades. 



	10-015493-0007-CO


	Miguel Ángel Mena Cerdas, en representación de la Asociación Cámara de Ganaderos del Sur, para que se declare la inconstitucionalidad del inciso 8 del artículo 3, y los artículos 8 y 10 del Decreto Ejecutivo número 34859-MAG; y del artículo 3 del Decreto Ejecutivo número 35987-MAG.
Boletín judicial 128, 129, 130 del 04, 05 y 06 de julio del 2011.

	COBRO DE CANON PARA EL CERTIFICADO VETERINARIO DE OPERACIÓN A GANADEROS Y PRODUCTORES PECUNIARIOS.

-Artículo 8, 3.8 y 10 del Decreto Ejecutivo 34859-MAG.

-Artículo 3 del Decreto Ejecutivo 35987-MAG

-Costumbre de SENASA de cobrar a todos los ganaderos y productores pecuarios el canon CVO.

Las normas impugnadas establecen el cobro de un  canon de Certificado Veterinario de Operación a ganaderos y productores pecuarios, sin evaluar previamente la condición de riesgo de cada establecimiento, como lo establece. Acusa que se establece un tributo vía decreto. La Ley de Servicio de Salud Animal, número 8495, establece que el permiso se debe sacar por una única vez y que no debe ser renovado, los decretos impugnados son los que lo han convertido en un impuesto. 



	10-012962-0007-CO


	Cinthya Solano Cantillo

Asociación Nacional de Segunda Oportunidad de Vida (ANASOVI) contra el Decreto Ejecutivo número 36068-S del 08 de junio del 2010. Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010.

Resolución de las 15:23 horas del 24-05-2011

Boletín judicial 128, 129, 130 del 04, 05 y 06 de julio del 2011.

	SE SUSPENDE PRESENTACION DE ESTUDIOS DE EQUIVALENCIA TERAPÉUTICA EN PRODUCTOS

El decreto impugnado suspende la presentación de estudios de equivalencia terapéutica in vivo, para productos que contienen activos de la Lista Priorizada que soliciten registro sanitario o renovación al Ministerio de Salud, que se establecía en los decretos 28466 y 32470. Dispone además mantener las pruebas de perfiles de disolución antes del vencimiento del  registro sanitario y finalmente, que después de regulada la investigación clínica en seres humanos, los interesados contarán con el plazo de un año para presentar los estudios que establecen los dos decretos mencionados.  



	11-006186-0007-CO

	Lidy María Chaves González contra el artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Reformado por la Junta Directiva en sesión número 4375 del 24-11-1971, vigente hasta el mes de marzo de 1995.

Resolución de las 14:56 horas del 17 de junio del 2011

Boletín judicial 131, 132, 133 del 07, 08 y 11 de julio del 2011.

	RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN PARA VIUDAS QUE SE VUELVEN A CASAR

-Artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Reformado por la Junta Directiva en sesión número 4375 del 24-11-1971, vigente hasta el mes de marzo de 1995.

La norma reconoce la pensión a las personas que la recibían por viudez y, que contrajeron nupcias después del año 1995, a las que se casaron antes no les mantuvo la pensión, lo que a juicio de la recurrente, viola el principio de igualdad. 



	11-005726-0007-CO
	Roberto Granados Marín y otros, contra el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Resolución de las 14:13 horas del 21 de junio del 2011
Boletín judicial 131, 132, 133 del 07, 08 y 11 de julio del 2011.

	PODER JUDICIAL NO RECONOCE TIEMPO SERVIDO EN LA EMPRESA PRIVADA

La norma se impugna en cuanto lesiona los artículos 33 de la Constitución Política, 29.1.a del Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo, así como el derecho fundamental a la pensión. Manifiestan que el derecho a la pensión es indivisible, aún cuando se cotice para diversos patronos, sean estos públicos o privados. Por ello, el cómputo de los años trabajados y el monto de la pensión, deben fijarse tomando en cuenta todas las cotizaciones realizadas por el trabajador. Por otra parte, la naturaleza de las funciones desempeñadas carece de relevancia en la materia, pues lo único que interesa es haber cotizado a otro régimen jubilatorio, como es el administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social. Por último, se lesiona la norma convencional, que solo exige cumplir un período de calificación que puede ser treinta años de cotización o de empleo, sin establecer ninguna condición adicional para su efectivo disfrute. En este sentido, la norma impugnada introduce un elemento restrictivo no autorizado. 



	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	128
	04 de julio del 2011


	Sentencia 2011-05269

Expediente 08-05263-0007-CO. A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de Los Habitantes de la República en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Familia de San José en Materia de Adopciones Internacionales. Se declara CON lugar la acción. En consecuencia se declara inconstitucional la jurisprudencia del Tribunal de Familia de San José, según la cual las disposiciones del Convenio de la Haya no son aplicables a los casos de la adopción internacional directa. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la jurisprudencia anulada, sin perjuicio de las sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada. Se dimensionan los efectos de esta sentencia para que se entienda que, los Tribunales de Familia están obligados a aplicar las disposiciones del Convenio de La Haya a todo tipo de adopción internacional que todavía no esté firme, y atendiendo siempre el interés superior del menor.  Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	128
	04 de julio del 2011


	Sentencia 2011-03077

Expediente 08-08326-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Bernardo Roberto Cruz Durán en contra del Artículo 34 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el inciso g) del artículo 34 del Estatuto de Servicio Civil, por violar los derechos fundamentales a la seguridad social, a la solidaridad, a la salud y al trabajo. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	131
	07 de julio del 2011

	Sentencia 2011-04575

Expediente 10-11565-0007-CO. A las quince horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Delsa María Calvo Soto, Ruth Calvo Soto en contra del Artículo 572 inciso 4 del Código Civil. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional las frases del inciso 4) del artículo 572 del Código Civil que siguen: "legítimos o naturales por parte de madre" "legítimos o natural por parte de la madre". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta los procesos sucesorios firmes o en los que se haya decretado en firme la exclusión de herederos con fundamento en las normas declaradas inconstitucionales. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-
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	128-129-130
	04-05-06 de julio del 2011
	Sentencia 2011-06802

Expediente 10-12968-0007-CO. A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Gabriela Salazar Borbón en contra del artículo 71 inciso 5), último párrafo de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. La norma dispone: “5) Para participar en remates judiciales no es necesaria la presencia de gerentes o apoderados judiciales del Banco, pudiendo hacerlo -aparte de sus personeros- los abogados, a quienes se les haya encargado la dirección profesional del asunto de que se trate, siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido. Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo.”. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la oración "Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo" que está contenida en el inciso 5) del artículo 71 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, número 1664 del veintiséis de setiembre de mil novecientos cincuenta y tres y sus reformas.-  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta  y publíquese íntegramente en el Boletín  Judicial. Notifíquese.-



	131-132-133
	07-08-11 de julio del 2011
	Sentencia 2011-06805

Expediente 10-005132-0007-CO. A las diez horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hilman Salazar Ruiz en contra del Artículo 131.K de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso k del artículo 131 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por el no uso del cinturón de seguridad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora Mora, Araya García y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.-



	131-132-133
	07-08-11 de julio del 2011
	Sentencia 2011-06976

Expediente 08-006355-0007-CO. A las trece horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vista Sociedad de Fondos de Inversión S. A. en contra de los  artículos 157.1), 6), 159.14), 15), 158.18), 159.21), 158.2), 158.4) y 160.3), 160.5), 160.6) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Estése la parte accionante a lo resuelto en la sentencia número 2011-004430 de las 10:31 horas del 1° de abril de 2011 en relación con los artículo 157 inciso 6) y 158 inciso 2) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, donde se consideró que no eran inconstitucionales. En lo atinente a las otras normas impugnadas, numerales 157 inciso 1), 158 inciso 4), 159 incisos 14), 15) 18) y 21) y 160 incisos 3), 5) y 6) de la citada Ley, se declara sin lugar la acción.-



	131-132-133
	07-08-11 de julio del 2011
	Sentencia 2011-07442

Expediente 09-13713-0007-CO. A las quince horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Leonel Alvarado Montero en contra del artículo 234 del Código de Familia, por estimarlo contrario a los artículos 33, 51 y 52 de la Constitución Política. Se rechaza por el fondo la acción.  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo salvan el voto.-



	131-132-133
	07-08-11 de julio del 2011
	Sentencia 2011-07808

Expediente 11-02954-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Santos Lara García en contra de los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Intervinieron también en el proceso la Procuradora General de la República Ana Lorena Brenes Esquivel y el Gerente General del Instituto Nacional de Seguros, José Ángel Villalobos Villalobos. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, debe entenderse incluido al padre de crianza como beneficiario en los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-
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AMBIENTE 

10016-11.  RELLENO SANITARIO. INCUMPLIMIENTO DE ORDEN SANITARIA PARA CIERRE DE RELLENO “LOS MANGOS”. Los recurrentes manifiestan que  el  Área Rectora de Salud  de Alajuela emitió la Orden Sanitaria No. CN-ARS-A2-011-2011 de veinticinco de febrero de dos  mil doce, en donde ordenó a la Municipalidad recurrida suspender la actividad de recepción y disposición de desechos sólidos en el Relleno Sanitario Los Mangos, y presentar documentación sobre  el proyecto   de cierre técnico. Pese a ello, se aprobó el permiso para la "Reconversión y  Recuperación del antiguo Botadero La Chanchera  (Relleno Sanitario Los Mangos)" a favor de WPP Continental  de Costa Rica, Sociedad Anónima. Alegan que lo anterior violenta el derecho a un ambiente sano.  En este caso, señala la Sala que la actuación de la autoridad recurrida ha sido conforme a derecho y dentro del margen de sus competencias y como actualmente el asunto está siendo conocido en el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda bajo expediente número 11-002733-1027-CA, no resulta oportuno que este Tribunal emita ningún criterio al respecto, pues tratándose de un tema de permisos, requisitos y aspectos técnicos, lo procedente es que sea en esa jurisdicción contencioso-administrativa, que es un cauce idóneo, por sus nuevas características de simplicidad, celeridad y prontitud para el amparo y protección efectiva de las situaciones jurídicas sustanciales de los administrados en las que se requiera recabar prueba o definir algunas cuestiones de legalidad ordinaria, la que se pronuncie.   Se declara sin lugar el recurso.    SL

10052-11. PROYECTO.  HIDROELECTRICO REVENTAZON.   El recurrente acusa que el Instituto Costarricense de Electricidad se encuentra causando serios daños ambientales en las zonas boscosas del río Reventazón, con el desarrollo del Proyecto Hidroeléctrico Reventazón. Tales obras, a su criterio, se están ejecutando al margen de la legislación ambiental, por lo cual, estima vulnerado su derecho a un ambiente sano y, ecológicamente, equilibrado. En este caso, ha quedado plena e, idóneamente acreditado, que previo a iniciar las obras correspondientes, se cumplió con la respectiva Evaluación de Impacto Ambiental y el Proyecto obtuvo la viabilidad ambiental. Que el Proyecto cuenta con un Plan de Gestión Ambiental y que si bien es cierto, se ha tenido que intervenir una parte del bosque que se ubica en la zona de influencia, que implicó la corta de árboles, los recurridos niegan que hayan sido variedades en peligro de extinción. Se acreditó la existencia de un plan de rescate de la flora y fauna de la zona, que contempla el traslado de las especies recolectadas.  Asimismo, se demostró que el Instituto Costarricense de Electricidad obtuvo los respectivos permisos sanitarios de funcionamiento, por parte del Área Rectora de Salud de Siquirres, así como la autorización de la Municipalidad del cantón, para la reparación de caminos y la construcción de otras obras propias del Proyecto. En mérito de lo expuesto, se impone declarar sin lugar el recurso planteado.  SL
9991-11.  TALA DE ÁRBOLES.  CAMBIOS EN EL PARQUE LA SABANA .   El recurrente considera vulnerado el derecho fundamental al ambiente sano y ecológicamente equilibrado, por parte del ICODER, por el hecho de que está realizando una tala en el Parque Metropolitano de La Sabana. En este caso, se constata que el Parque ha sido objeto de talas, por cuanto el ICODER, en el ejercicio de sus potestades, ha puesto en marcha un plan de rearborización del Parque Metropolitano La Sabana, de conformidad con un estudio técnico elaborado mediante un convenio con INBIO, a fin de mantener y mejorar la seguridad de los usuarios, así como la cobertura vegetal del Parque, lo cual no vulnera ningún derecho fundamental.       Se declara sin lugar el recurso.   SL
10054-11. ACUEDUCTO. CONSTRUCCION EN LA CARRETERA SAN JOSE – CALDERA. Alega el recurrente que Autopistas del Sol S.A. ha construido un acueducto que atraviesa la vía, en la carretera San José-Caldera, en el ramal que va de la rotonda de Siquiares hacia los Llanos del Coyol. El que desfoga el agua de varias cunetas de la autopista directamente hacia sus propiedades, con lo que se les provoca un daño antijurídico. Por su parte, las recurridas refutan los reproches de los recurrentes y alegan que Autopistas del Sol S.A. se ha limitado a realizar obras para encausar el paso de las aguas de la Quebrada Sin Nombre, cuya cuenca atraviesa varias fincas, incluida la finca expropiada para construir la Radial El Coyol y las fincas de los recurrentes, para luego desembocar en el Río Siquiares, como ya ocurría antes de la construcción de la carretera, debido al pronunciado desnivel natural del terreno. Insisten que tales obras tienen como único fin que el flujo natural de la Quebrada Sin Nombre no se vea interrumpido y prosiga su curso natural, en cuyo caso, los recurrentes tienen la obligación de recibir las aguas que naturalmente fluyan o discurran hacia su propiedad, conforme a lo dispuesto por la normativa legal aplicable.  En este caso, estima esta Sala que se plantea un diferendo cuya conocimiento y resolución resulta ajeno a su ámbito de competencia, pues evacuar y analizar el material probatorio existente para establecer la naturaleza de las obras realizadas por la empresa recurrida y su eventual impacto en el flujo de las aguas de la zona, para así poder determinar su procedencia o no, conforme a la correcta aplicación e interpretación de la normativa infraconstitucional que rige la materia, hace referencia a un conflicto de legalidad ordinaria que, además,  excede el carácter eminentemente sumario del proceso de amparo.  SL

8727-11. CONSTRUCCIÓN. PROYECTO PIRRIS-ICE. OCASIONA PROBLEMAS DE ABASTECIMIENTO DE AGUA  EN LA COMUNIDAD DEL CARMEN DE BIJAGUAL. Alegan los recurrentes que los trabajos realizados por el ICE en la construcción del Proyecto PH Pirris-ICE, han provocado problemas de contaminación y desabastecimiento de agua, y a pesar de que adquirió el compromiso de construir todo el sistema de acueducto, no lo ha hecho, y ahora,  una vez finalizado el proyecto, se irá y la comunidad de El Carmen de Bijagual, quedara sin acueducto y sin agua.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8734-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. FUNCIONAMIENTO DE BAR. Acusa el recurrente que las autoridades recurridas no han brindado una solución a los problemas de contaminación sónica generados por un local comercial,  a pesar de las constantes denuncias planteadas. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de la Unión. Se condena a la Municipalidad de la Unión al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el considerando IV de esta sentencia CL

8816-11. PROYECTO DE PARQUE INDUSTRIAL. SE ORDENA PROGRAMAR AUDIENCIA CON PARTICIPACION CIUDADANA. Refiere el recurrente que  por resolución número 487-2011-SETENA de las ocho horas diez minutos del tres de marzo del dos mil once, se otorgó viabilidad ambiental al proyecto "Parque Industrial Jateo", a pesar de no haberse publicado el contenido completo del proyecto, tampoco se han realizado las audiencias públicas en las comunidades afectadas. Se declara parcialmente con lugar el recurso por lesión al principio de participación ciudadana. Se ordena al Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental,  realizar las gestiones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se programe la celebración de la mencionada audiencia, en la cual se deberá garantizar a todas las partes el derecho de participación en forma plena, y una vez realizada se le dé el trámite correspondiente según la normativa vigente. En lo demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

ASAMBLEA LEGISLATIVA
9398-11. TRÁMITE.  SE CUESTIONA EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO PARA LA APROBACION DE LEY TRIBUTARIA.  Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 9 de la “Ley de Ratificación de la Resolución N.18 del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano y Reajuste Tributario” N. 7088 de 30 de noviembre de 1987.  Señala el accionante que la norma cuestionada posee vicios absolutos en el tramite expediente legislativos numero 10533, el cual se aprobó un texto introducido por la moción de un Diputado referido a la materia tributaria nacional y no fue publicado, con referencia a la ratificación del proyecto de ley “Ratificación de la Resolución N.18 del Consejo Arancelario Centroamericano”, fue convocado por el Poder Ejecutivo en periodo de sesiones extraordinarias, mientras que el texto incorporado por moción que además resulta inconexo por su diversa naturaleza contenida y procedimiento no fue incluida en el decreto de convocatoria respectivo lo cual vulnera el artículo 118 constitucional. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se desprende que el trámite legislativo seguido  al a ley 7088 de 30 noviembre del 1987, no contiene violación sustancial al procedimiento legislativo, por lo que se rechazada por el fondo la acción. RF
BANCARIO 
9030-11. CUENTA DE AHORROS.  SE DENIEGA REAPERTURA DE CUENTA POR NO ACTUALIZAR DATOS. Alega el recurrente el banco recurrido cerró la cuenta de ahorros por no poder cumplir con la obligación legal de actualización de los datos de éste y, de igual manera se niega a reabrir esa cuenta como represalia porque no pudo prevenir al interesado de esa situación, ante la imposibilidad de contactarlo, lo cual es atribuible –según ellos- a la información falsa o inexacta que el cliente aportó para ser localizado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
COLEGIOS PROFESIONALES
10047-11.   FISIOTERAPEUTAS.  CAMBIO DE PERFIL PROFESIONAL.    El recurrente manifiesta que el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, sin estar legitimado para hacerlo, modificó el perfil del terapeuta, subordinando el criterio profesional de sus amparados al del médico, impidiendo el ejercicio público y privado de la terapia física. Señala la Sala que es al Colegio Profesional recurrido al que le corresponde regular el ejercicio que hacen sus agremiados, dentro de los imperativos éticos y científicos de cada oficio. Aunado a lo anterior, la modificación de ese perfil involucra aspectos de naturaleza técnica que  deben ser conocidos en las vías de  legalidad. Asimismo, se demostró que los fisioterapeutas han tenido oportunidad de referirse a la oportunidad o conveniencia de la modificación propuesta.   Se declara sin lugar el recurso.  SL
9726-11. INCORPORACIÓN. EXAMEN DE ETICA COMO REQUISITO. El recurrente se encuentra inconforme con el requisito que impone el Colegio de Abogados, de efectuar un examen de ética a los abogados a fin de proceder a su incorporación.  Conforme lo dicho, solicita se proceda a la eliminación de dicho requisito por estimarlo improcedente. Sobre el caso se cita la sentencia 8939-00, en donde la Sala señaló que dada la naturaleza y fines de los Colegios Profesionales, cumplen la misión de controlar una apropiada prestación de servicios a la sociedad por parte de sus miembros, tanto técnica, como éticamente que, además, esos fines son de interés público, cuya titularidad se les traslada por decisión del mismo Estado De entenderlo diferente, los Colegios no podrían tomar la mayoría de sus disposiciones, si no estuvieran claramente previstas en la ley constitutiva. Así las cosas, y dado que no encuentra esta Sala motivos para variar las consideraciones vertidas en la sentencia de previo transcrita, debe tener presente el amparado que no resulta atribución de este Tribunal Constitucional conocer los alegatos planteados. RF
COMERCIO
9849-11. AGENTES ADUANEROS. SANCIONES. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 241 inciso e) y 238 inciso c), en la redacción original que a ambos diera la Ley General de Aduanas, N° 7557 de 20 de octubre de 1995. Indica el accionante que conoce la sentencia 00843-2002 de esta Sala, que desestimó una acción de inconstitucionalidad previa contra la segunda de las normas cuestionadas en el sub lite. Sin embargo, considera que una de las conclusiones a las que se arribó en el citado precedente (la de que el establecimiento de una sanción fija en la norma, sin criterios de graduación, es una decisión legislativa válida, que no infringe los principios de idoneidad, proporcionalidad, razonabilidad y tipicidad) contradice lo que se ha dicho en otros fallos, tales como el número 5944-98, en el que -a pesar de seguirse el mismo razonamiento- se llegó a la conclusión opuesta, pronunciando en esa ocasión la inconformidad constitucional del artículo 79 inciso b) del Código Tributario. Lo mismo se puede decir con relación a la sentencia 3925-95, relativa al proyecto de “Ley de Justicia Tributaria”. En consecuencia, considera el accionante que es posible reexaminar la constitucionalidad de los artículos mencionados en la presente demanda, a partir de los argumentos propios que ahora ofrece. En efecto, en su criterio, la redacción original de los artículos 238 inciso c) y 241 inciso e) de la Ley General de Aduanas -con fundamento en la cual se aplicó sendas sanciones de suspensión a su poderdante- es inconstitucional por dos razones: a).- por ser contraria al principio de igualdad, debido al tratamiento igual que da a situaciones desiguales; y, b).- por ser contraria al principio de culpabilidad, en sus dimensiones de proporcionalidad y razonabilidad de la sanción. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, señala la Sala que no existe la contradicción que alega el accionante, pues su caso no es igual al de los precedentes jurisprudenciales que ha citado. Se declara SIN LUGAR la acción.   SL
CONTRATOS O LICITACIONES
9751-11.  LICITACIONES. NO SACAN LICITACION PARA OPERADORES VIRTUALES DE TELEFONIA CELULAR.  El recurrente manifiesta que, a partir de la entrada en vigor del Código de Comercio entre Costa Rica y Estados Unidos se estableció la apertura del monopolio de telecomunicaciones  y la posibilidad de permitir la entrada de concesionarios del espectro de telefonía celular por medio de la figura denominada "Operador Virtual", éste último, es autorizado por el concesionario titular para operar el negocio de telefonía móvil según contrato entre las partes. Indica que el Instituto Costarricense de Electricidad ha sido designado como concesionario titular y, ha contratado de manera discrecional con algunas empresas a las que se les favorece con el acceso y explotación de la infraestructura de carácter público del instituto recurrido. Considera que las concesiones en mención han operado sin que medie licitación pública para tales efectos y, por ende, únicamente se ven favorecidas ciertas compañías privilegiadas.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso.  RP
8721-11. LICITACIÓN. REVOCAN ADJUDICACIÓN  DE LICITACIÓN A NOTARIO.  Menciona el recurrente que es notario público debidamente autorizado, que el Banco Popular invitó a los notarios públicos a participar en una licitación pública. Indica que participó en esa licitación, no obstante, encontrándose pendiente de adjudicación,  su  hermano  fue  nombrado Viceministro de Desarrollo Social.  Refiere que resultó adjudicatario de la licitación, la cual apelado ante la Contraloría General de la República. Establece que ese órgano contralor, por oficio número R-DCA-177-2009 de las 8:00 horas del 16 de abril del año en curso,  anuló el acto concesionario tomado a su favor. Con base en las consideraciones dadas en la sentencias, se declara sin lugar el recurso. SL

8740-11. CONCESIONES. AUDIENCIA. Reclama el recurrente que el artículo 7.7 de la Sesión Ordinaria número 67-2007 del veintitrés de diciembre de dos mil diez celebrada por la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, lesiona el principio de intangibilidad de los actos propios, pues dispone excluir como derecho de concesión la ruta 128, sin que previamente se les  haya siquiera otorgado una audiencia. En este caso concluye la Sala  que lo dispuesto en el artículo impugnado aún no se encuentra en firme, pues el Tribunal Administrativo de Transporte debe conocer sobre el recurso de apelación, no pudiendo este Tribunal entrar a analizar si el citado artículo, lesiona o no el principio de intangibilidad de los actos propios, pues dicho acto administrativo aún no se encuentra firme. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
9742-11. CAMPAÑA.  SOBRE FERTILIZACION IN VITRO A NIVEL NACIONAL. La recurrente manifiesta que la autoridad recurrida iniciará una campaña para informar a la población acerca de un supuesto "Derecho a la Fertilización in Vitro". Para tales efectos, el 14 de julio de 2011 se realizaron actividades en la sede de San José de dicha institución, con la participación de funcionarias de la Red Latinoamericana de Reproducción Asistida. Considera que los funcionarios de dicha institucional estatal no están actuando de conformidad con las atribuciones que le han sido encomendadas por cuanto su actuación va en contra de lo ordenado por este Tribunal en la sentencia 2000-2306 que declaró inconstitucional el derecho ejecutivo número 24029-S que autorizaba la fecundación in Vitro en Costa Rica. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso.  RP
DERECHO A LA SALUD

9954-11. ATENCIÓN MÉDICA.  PERSONA ADULTA MAYOR NO LA DEJAN INTERNADA.   La recurrente manifiesta que su padre tiene 99  años de edad, y sufrió una caída que le provocó la fractura de la cadera, por lo que fue operado con éxito en el Hospital San Juan de Dios.  Menciona que el amparado ha estado hospitalizado 3 veces y, en la segunda ocasión, lo enviaron solo y sin previo aviso para la casa con la ropa de hospital y una vía pegada en el brazo.   Señala  que con todo  su cuadro de salud que presenta, le preocupa la salida del hospital, por lo que ha pedido cuidados paliativos para su padre, sin embargo, le indicaron tanto en el Hospital San Juan de Dios y el Hospital  Blanco Cervantes que ello es sólo para pacientes terminales con cáncer. En este caso consta que no ha habido violación alguna a los derechos fundamentales del amparado, pues el paciente ha recibido el tratamiento oportuno cuando así lo ha necesitado, y se le ha indicado a la petente que su padre corre mayor riesgo de contraer infecciones si permanece hospitalizado, que si se queda en la casa, y por ello fue referido para atención domiciliar como paciente Terminal no oncológico, requiriendo manejo paliativo asegurando confort, manejo de secreciones y control del dolor.  Se declara sin lugar el recurso.   SL
9762-11. TRATAMIENTO. ACELERADOR LINEAL. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso 10) del Artículo 4, del Reglamento para recibir tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal, dictado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el artículo 12 de la Sesión 7593, del 28 de abril del 2005. La norma se impugna en cuanto impide que se brinde tratamiento con acelerador lineal a aquellas pacientes que padecen de cáncer en su mama derecha, pues sin justificación alguna  reserva ese tipo de tratamiento solo para las personas que sufren  de cáncer en su mama izquierda, por lo que las pacientes con un tumor en la mama derecha son remitidas para recibir tratamiento con bomba de cobalto. No obstante, el tratamiento con bomba de cobalto emite radiaciones a menor intensidad por segundo, lo que obliga a la paciente a permanecer más tiempo bajo la máquina y aumenta la probabilidad de que la radiación impacte sobre los órganos sanos, además, emite la radiación desde un foco de un par de centímetros, generando bordes difusos fuera de los límites del campo con radiación indeseable y dañina para la paciente. Por su parte, el acelerador lineal es el equipo recomendado para suministrar altas dosis de radiación en el tratamiento de cáncer de mama, porque emite diversos niveles de energía, lo que permite suministrar dosis homogéneas de radiación al tumor y evita irradiar con altas dosis zonas de bajas dosis que pudieran comprometer el éxito del tratamiento y que generen efectos graves en la paciente, tales como quemaduras en la piel y tejidos adyacentes. Además,  el acelerador lineal emite una radiación dirigida a un foco puntual, lo que reduce la posibilidad de afectar células sanas. Considera la accionante que la norma es inconstitucional porque deniega injustificadamente el tratamiento con acelerador lineal a pacientes que padecen cáncer en la mama derecha y no en la izquierda, pese a que ése es el tratamiento menos lesivo para la salud de la paciente. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anula el inciso 10) del artículo 4 del Reglamento para recibir Tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado en la sesión de la Junta Directiva No. 7953 de 28 de abril de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.   CL
8876-11. POLITICAS INSTITUCIONALES. MODIFICACION DEL MODELO DE ATENCION EN CLINICA DE TIBAS. El recurrente realiza una serie de cuestionamientos con respecto a la decisión de la Caja Costarricense de Seguro Social de variar el modelo de la prestación de servicios en la Clínica de Tibás, pues ésta pasó de ser una Clínica Clase 3 a Clínica de Primer Nivel de Atención Reforzada. En este caso la Sala señala que el accionante no individualiza una violación a sus derechos fundamentales con los hechos antes citados, sino que, por el contrario, plantea una serie de reclamos en abstracto, sobre los cuales esta Sala no debe referirse por resultar improcedente. No obstante lo anterior, se indica que deberá la Caja Costarricense de Seguro Social velar que el modelo de Primer Nivel de Atención Reforzada no produzca problemas que puedan implicar una afectación en la prestación de los servicios médicos para los asegurados, y en caso de ser así, deberán adoptar medidas para brindar una solución a éstos. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el considerando III de esta sentencia. SL
8905-11. SALUD.  CIRUGIA  Alega el recurrente que desde el mes de setiembre de 2010 le dieron la orden de internamiento para practicarle una operación; que a la fecha no se ha llevado a cabo por el mal estado en la infraestructura de los quirófanos, con lo cual considera lesionado su derecho a la salud.  En este caso la Sala señala que se tiene por demostrado que la paciente es portadora de pinzamiento de cadera tipo CAM derecho, que no fue catalogado por el médico tratante como una prioridad, razón por la cual no se puede acreditar la existencia a una lesión a su derecho a la salud por parte de la institución.  En cuanto al extravío del expediente clínico, este Tribunal resalta la lesión de los derechos fundamentales de la amparada, pues con ello le limita su derecho al acceso a la información veraz sobre su estado de salud.  Por la tanto se declara parcialmente con lugar el recurso por el extravío del expediente clínico de la amparada. Se ordena al Director General a.i. del Hospital San Juan de Dios, que gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para la reposición del expediente clínico de la amparada con toda la información existente en dicho centro hospitalario. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
DERECHO DE PENSION
8994-11. LIMITACIONES PARA RECIBIR SOLO UNA PENSIÓN POR GRUPO FAMILIAR DEL REGIMEN NO CONTRIBUTIVO DE LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 7, antes artículo 10, del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico de la C.C.S.S.  Aprobado por Junta Directiva de la CCSS en sesión número 8151 del 17 de mayo del 2007. Publicado en La Gaceta número. Las normas se impugnan en cuanto  establecen  una prohibición de otorgar más de una pensión de este régimen dentro del mismo núcleo familiar, lo que provoca una situación discriminatoria  sin justificación razonable y objetiva para los solicitantes de pensión de este programa de asistencia social que forman parte de un mismo grupo familiar. Refiere que esa prohibición vulnera los artículos 33, 50.1, 51, 73, 74 y 177 de la Constitución Política, los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ya que si en un mismo grupo familiar existen 2, 3, 4 o más personas con discapacidad o adultas mayores, en condición de pobreza extrema y alto riesgo social, y tan solo a una de ellas se le concedió una pensión del Régimen No Contributivo, entonces a las otras personas ya no se les podría otorgar el beneficio, pese a encontrarse en las mismas condiciones de invalidez o vejez, pobreza extrema y alto riesgo social. Aduce que para esto no existe ninguna justificación razonable y objetiva para que se prohíba otorgar más de una pensión del Régimen No Contributivo  en un mismo grupo familiar, siempre y cuando se cumplan las condiciones reglamentarias requeridas para ello. Afirma que si existen personas dentro de un mismo núcleo familiar que poseen las condiciones de invalidez y de pobreza, se les debería otorgar la pensión a cada uno de ellos, para que así el Estado procure garantizarles una vida digna, máxime que el beneficio de pensión es individual, no grupal o familiar. La norma violenta los principios de universalidad, generalidad, integridad y suficiencia de la protección,  así como los principios de razonabilidad, proporcionalidad, solidaridad y justicia social, por cuanto en materia de beneficios sociales no deben existir lineamientos reprochables y odiosos que restrinjan el número de beneficios  dentro de un mismo grupo familiar, pues precisamente lo que pretendió el legislador con la creación de programas solidarios a favor de los sectores  sociales más vulnerables como lo es el programa del Régimen No Contributivo de Pensiones, es brindar protección económica al mayor número posible de costarricenses  y extranjeros, con problemas de discapacidad, invalidez, vejez, orfandad o indigencia, independientemente de si pertenecen o no al mismo grupo familiar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 7 del Reglamento del programa régimen no contributivo de pensiones, modificado mediante el artículo 11 de la sesión No. 8343 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, celebrada el 30 de abril de 2009, y su antecedente, el artículo 10, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en sesión No. 8151, celebrada el 17 de mayo de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad. SL
8783-11. REBAJO. DEDUCEN DE PENSIÓN DEUDA POR ERROR. Acusa el recurrente que sin previo aviso el día 27 de mayo del año en curso, el banco recurrido aplicó un rebajo arbitrario  a su pensión a favor de Coopemex y a la fecha, el  Gerente  de  esa  Sucursal  no ha dado ninguna explicación sobre  lo  actuado,  ni ha dado respuesta al reclamo presentado el  02  de  junio  de  2011 y  aún  continúan  rebajándole  de  su  pensión  el  monto  por concepto de operaciones con Coopemex. En este caso, procede acoger el recurso pues no puede válidamente el Banco recurrido pretender justificar el rebajo de una cuenta de ahorro del amparado en un error informático, cuando su deber es garantizar a sus clientes la exactitud, eficacia y eficiencia del manejo de sus cuentas y operaciones bancarias. No obstante, al haberse  realizado el reintegro en la cuenta de ahorro del amparado y eliminado del sistema los datos que generan la deducción ilegítima de dinero, con el fin de que no se presente nuevamente tal situación, se acoge el recurso únicamente para efectos indemnizatorios. Sobre el reclamo planteado por el amparado -en que pide explicación de los rebajos a su cuenta de ahorro- de los documentos aportados por el  informante no se desprende que se haya dado respuesta al reclamo presentado,  situación que lesiona el derecho a la justicia administrativa, motivo por el que el amparo resulta procedente en cuanto a este extremo.  Se declara con lugar el recurso por violación de los artículos 39 y 41 de la Constitución Política.  Se ordena al representante del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, que gire las órdenes correspondientes para que se responda la gestión planteada por el accionante el 02 de junio de 2011, dentro del plazo de DIEZ DÍAS contado a partir de la notificación de esta resolución.  En cuanto a la alegada violación del artículo 39 de la Constitución Política, se declara con lugar únicamente para efectos indemnizatorios. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

10048-11. DESALOJO. ZONA MARITIMO TERRESTRE. El recurrente acusa que las autoridades recurridas pretenden desalojar al tutelado de la zona de los pescadores artesanales y afines que ocupa desde hace más de diez años, sin haberse seguido el debido proceso. Señala que el amparado fue sobreseído, definitivamente, en una causa penal relacionada con la ocupación del inmueble objeto de este amparo, pese a esto, las autoridades accionadas pretenden expulsarlo del lugar, sin que para ello, exista motivo o razón válida alguna.  En este caso no consta que lo dicho por el recurrente sea cierto, de todas formas, si en su momento se llegaran a iniciar diligencias de desalojo en contra del amparado, entonces se pueda discutir en la propia sede administrativa lo referente a la procedencia o no del desalojo.   Se declara sin lugar el recurso.   SL
9759-11. DAÑOS A PROPIEDAD. DESLIZAMIENTO DE TIERRA AFECTÓ CONDOMINIO EN ESCAZU. Alega la recurrente que se vulneran sus derechos debido a que las autoridades recurridas no han realizado obras de protección, ya que en el condominio que reside se produjo un deslizamiento de tierra en un talud de diez metros. Asimismo, interpuso una denuncia ante el Tribunal Ambiental Administrativo el 12 de mayo de 2010; sin embargo, a la fecha no ha recibido respuesta alguna. Además, aduce que a la par del condominio donde reside se inició una construcción en el llamado “Lote Vacío 7 A”, colindante con la casa número 1 del Condominio El Doral, al que se le dio el permiso de construcción número 141-11 a pesar de que no tiene los 50 metros de retiro requeridos en el artículo 33 de la Ley Forestal. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación a los derechos a la salud y a la justicia administrativa. En consecuencia, se ordena a la Municipalidad de Escazú, que de inmediato coordine con el Ministerio de Salud para que se inspeccione el Condominio El Doral y se tomen las medidas requeridas ante la situación de peligro por deslizamientos en la quebrada Jaboncillo. Asimismo, se ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que de inmediato le indique al Tribunal Ambiental Administrativo su obligación de resolver el expediente administrativo número 170-11-02-TAA en un plazo máximo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
9031-11. EXPROPIACION.  NO HACEN EFECTIVO EL PAGO DE LA PROPIEDAD.   Alegan los recurrentes que el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones no ha cancelado el avalúo correspondiente de su finca, para la expropiación, la cual se encuentra en un Área Silvestre Protegida.  En este caso concreto, consta que hasta ahora no se ha efectuado un proceso expropiación  por parte de la autoridad recurrida, pues si bien los recurrentes aceptaron el avalúo, el trámite de compra directa no se puede realizar debido a que la finca de los recurrentes presenta un gravamen de reservas y restricciones inscritas, situación que impide a la administración comprar el bien, lo cual, se declara sin lugar por tratarse de un asunto que excede las competencias de este Tribunal por ser un tema de legalidad. SL
9413-11. DAÑOS A PROPIEDAD. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE CONTAMINACIÒN SONICA.  Alega la recurrente que la Alcaldesa de Desamparados no da una solución definitiva al problema de contaminación sónica que genera un parque aledaño a su propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena Alcaldesa y Presidente del Concejo de Desamparados, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, ejercer las acciones necesarias para solucionar de manera definitiva la problemática existente en la propiedad de la amparada, lo anterior en el improrrogable plazo de UN MES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
9440-11. DESALOJO. SE ORDENA DESALOJO DE ZONA PUBLICA EN DONDE SE OTORGARON PERMISOS DE CONSTRUCCION. Alega el recurrente que la recurrida Municipalidad le brindo permisos de construcción según se desprende en oficio No DIM-1808-08, determino demoler las construcciones que tanto ella, como otros vecinos de la zona edificaron sobre un terreno que se alega que es un bien público destinado para parque.  En este caso la Sala señala los llamados “bienes dominicales” o “bienes demaniales”, tienen como fin, servir a la comunidad con un interés público y no son cosas que pertenecen individualmente a los particulares.  Dentro de ese contenido, se desarrolla el principio del privilegio de la recuperación posesoria de oficio del bien afectado, en virtud del cual, la Administración puede recobrar la posesión perturbada, sin necesidad de acudir al juez y, sin perjuicio, que el mejor derecho se discuta en la vía jurisdiccional.  La actuación de la Municipalidad recurrida no resulta violatoria  de los derechos de la amparada, ya que el recurrido intervino en ejercicio de sus competencias y en acatamiento de las normas vigentes. Ahora bien si el recurrente considera que el recurrido actuó de manera indebida al haberle otorgado los permisos de construcción este hecho deberá alegarse en las instancias de legalidad que correspondan.  RF
DERECHO DE TRABAJO
9888-11.   SALARIO.  SUSPENSION DEL SALARIO A FUNCIONARIO CON PRISIÓN PREVENTIVA ORDENADA POR AUTORIDAD JUDICIAL.  La recurrente manifiesta que el amparado labora para el Ministerio de Seguridad Pública como criminólogo y que debido a que en su contra tramita un proceso penal y se dictó prisión preventiva, le fue suspendido el pago de su salario, por lo que estima se lesionan sus derechos fundamentales.  Sobre este tema se cita la sentencia 14835-07, en donde la Sala sostiene que sí procede la suspensión sin goce de salario de un funcionario que se encuentre privado de libertad, razón por la cual se rechaza por el fondo el recurso.  RF
9933-11. TRASLADO. FUNCIONARIO DE POLICIA. Alega el recurrente que fue removido de  su puesto como Director Regional  para realizar  labores policiales como policía raso, pese a que se le diagnosticó un padecimiento en la columna, por lo cual le recomendaron no caminar  grandes distancias,  ni  alzar  pesos  muy grandes, y actualmente  tiene  un horario  de  seis  por cuatro,   en  el cual labora de  las cinco horas  a  las veintitrés horas.  Agrega que su rango no ha sido  respetado,  ni su estado de salud, por  cuanto vive en Nandayure, lejos  de  los centros  de trabajo,  lo cual  le ha producido consecuencias negativas  a nivel  familiar   y  económico. Considera  violentados  sus derechos  fundamentales  al cambiarle  de  manera  radical  sus  funciones  dentro  del Ministerio recurrido,   sin existir   un  debido proceso. Sobre el traslado de policías se cita la sentencia 7419-97. En este caso, observa la Sala que en este caso  no se ha violentado el derecho constitucional del amparado al debido proceso por cuanto el traslado efectuado corresponde a la misma área geográfica, por lo que no resulta necesario hacer una comunicación por escrito. Debe tenerse presente que para esta Jurisdicción resultan de interés, únicamente, aquellos casos en los que existe un “ius variandi abusivo”, es decir, en los que la decisión adoptada implica un cambio sustancial y arbitrario de las circunstancias en que se desempeña el funcionario, una degradación en su posición, un cambio sustancial de sus funciones, decisiones que lesionan en perjuicio del servidor el derecho a la estabilidad laboral. Sobre el problema de salud y el supuesto acoso laboral, se indica no es una discusión propia de ventilarse ante la jurisdicción constitucional a través de un proceso de amparo, en virtud de que su naturaleza sumaria no permite una discusión plenaria sobre la situación laboral del recurrente. SL
9953-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ACCESO AL EXPEDIENTE. Alegan los recurrentes que son funcionarios  del ministerio  recurrido y se estableció  un procedimiento de  investigación administrativa  en  su contra,  sin  tomarse  en  cuenta  -previamente-  lo  establecido  en  la  circular DNI-005-2011  de 13 de mayo de 2010 denominada “PARÁMETROS MÍNIMOS A CONSIDERAR  PARA IMPONER  UNA  SANCIÓN  POR PARTE  DE  LAS JEFATURAS”, que las autoridades recurridas nunca les pusieron  en conocimiento de  la acusación formal, ni tampoco sobre los hechos  que  se  les  atribuyeron,  o  las consecuencias   jurídicas  que  dicho  acto implica.  Manifiestan   que  por medio  de  los oficios   de fechas  05 de mayo,  06 de abril,  22 y 23 de junio de 2011,  solicitaron  a las autoridades recurridas la entrega  de una  copia certificada  del expediente,   sin resultado  alguno. Alegan  que  en  dicho proceso administrativo   se  han lesionado  -en  su perjuicio-  el principio del debido proceso y  el derecho de defensa. En este caso consta que el órgano director del procedimiento realizó la imputación e imputación de cargos en contra de los aquí amparados, quiénes ejercieron los respectivos medios impugnatorios, motivo por el cual en cuanto a dicho extremo el recurso debe ser desestimado. Respecto al reclamo, sobre la prescripción del asunto, se indica que es un conflicto de legalidad ordinaria cuyo conocimiento y resolución es ajeno al ámbito de competencia de este Tribunal. Finalmente, sobre la solicitud del expediente, consta que le fue contestada la gestión sólo a una de las amparados no a los otros investigados, a pesar de las gestiones que formularon por escrito, omisión que va en detrimento de lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Asimismo, en las resoluciones de traslado de cargos, en ningún momento se les indicó a los amparados la posibilidad de tener acceso al expediente administrativo, motivo por el cual en cuanto a dicho extremo el recurso debe ser declarado con lugar. Se declara CON LUGAR el recurso por violación a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política contra los recurrentes. En consecuencia se ordena a los miembros del órgano director del procedimiento administrativo, que de forma INMEDIATA procedan a proporcionarle a los recurrentes la información requerida por notas del 9 de mayo, 8 y 23 de junio de dos mil once, respectivamente, a costa de éstos. CL
9970-11. SALARIO. REBAJO POR RUBROS PAGADOS DE MÁS. Alegan los recurrentes que en la segunda quincena del mes de marzo se les aplicó un rebajo en su salario, y en la observaciones de la deducción decía la leyenda: "cuentas por cobrar Según oficio PV-0593-11"(sic), sin embargo, nunca se les puso en conocimiento la intención de aplicar dichas deducciones. En reiterada jurisprudencia, este Tribunal ha declarado que la Administración puede recuperar por medio del rebajo salarial los montos pagados en exceso, para lo que no se requiere seguir el procedimiento ordinario que fija la Ley General de la Administración Pública (al respecto, véanse sentencias número 4191-96, 5328-96, 3092-97, 2001-6804 y 2001-7309). No obstante, se ha indicado que tales rebajos son aceptables, siempre y cuando se comunique previamente al trabajador –al menos- las sumas adeudas, el número de tractos en los procede el reintegro y el monto mensual de la deducción y la suma a deducir que mensualmente le permita recibir un monto de salario suficiente para satisfacer sus necesidades básicas. En este caso concreto, consta que a los recurrentes se les informó a los recurrentes el detalle de las boletas con indicación de la irregularidad, solicitándoles referirse formalmente a los hallazgos. SL 

10041-11. DESPIDO. INTERINO POR INTERINO. Alega el recurrente que labora para el Ministerio de Educación Pública en el Colegio Vocacional Monseñor Sanabria, Sección Nocturna, como profesor de mecánica automotriz en el Colegio Vocacional de Artes y Oficios de Cartago (COVAO), hasta el 31 de enero de 2012.  Afirma que cuando se presentó le indicaron que fue cesado y en su lugar se nombro a otra persona interina. En Este caso la administración aduce que cesó al recurrente por encontrarse  en período de prueba, pero según las pruebas el cese reclamado entraña un  despido encubierto.   Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. Se declara con lugar el recurso. Se anula el cese de nombramiento dispuesto contra el amparado. Se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
9671-11. TRASLADO. NO SE DA DEBIDO PR OCESO. ES UNA POTESTAD DE LA ADMINISTRACION PARA EL MEJOR APROVECHAMIENTO DEL RECURSO HUMANO. El recurrente señala que desde el año 1997 ocupa en propiedad el puesto de Oficial de Intervención Táctica en el Organismo de Investigación Judicial, destacado en el Servicio Especial de Respuesta Táctica. Acusa que por razones desconocidas desde hace dos años se le traslado al Departamento de Investigaciones Criminales, lo cual estima violatorio de sus derechos laborales y contrario a la Ley de Control Interno. En este caso, consta que el traslado se efectúo dentro de la misma región geográfica, y del propio dicho del amparado, se constata que su salario y condiciones laborales no fueron afectados con el mismo. De modo que lo así actuado se encuentra dentro de las potestades de ius variandi que asisten a la Administración para un mejor aprovechamiento del recurso humano, razón por la cual no tenía aquélla, de previo, que otorgarle audiencia o cumplir el debido proceso, pues no se trata de la aplicación de sanción alguna o de la supresión o modificación de algún derecho subjetivo adquirido. RF

9755-11. DESPIDO. SIN CAUSA JUSTIFICADA. El recurrente acusa que por represalias en su contra, y con el argumento de vencimiento del plazo en el puesto que venía ocupando interinamente en el Ministerio de Seguridad Pública, se le comunicó el cese de su nombramiento, lo cual estima contrario al debido proceso y derecho al trabajo. En el caso en examen, se concluye que el despido del recurrente no obedeció a ninguna causa justificada contemplada en el ordenamiento jurídico, ni se demuestra que haya cesado la necesidad de la función del recurrente y por tanto no puede alegar la parte recurrida que la función que realiza el recurrente sea innecesaria, por lo que el cesarlo en su puesto, configura una lesión al principio de estabilidad en el empleo. Omitir prorrogar una relación de interinazgo, arbitrariamente, sin que se esté ante los supuestos de sustitución de interinos ampliamente desarrollados por esta Sala, resulta evidentemente violatorio del principio de estabilidad laboral impropia en la función pública. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director General de la Fuerza Pública y Directora a.i. de Recursos Humanos, ambos funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública, la reinstalación inmediata del recurrente en el puesto que venía ocupando interinamente N° 110102, Clase: Trabajador Calificado de Servicio Civil 1, Grupo de Especialidad: Mecánica Automotriz. Se le advierte a los funcionarios recurridos, o a quienes ocupen esos cargos, que de no acatar la orden dicha, incurrirán en el delito de desobediencia. CL
9051-11.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  SE LE OBLIGA ASISTIR AUDIENCIA ESTANDO INCAPACITADO.  Alega el recurrente, que el recurrido le lesiona su derecho al debido proceso, al obligarlo a presentarse en una audiencia dentro del procedimiento administrativo que se sigue en contra suya, pese a que está incapacitado. Acusa además, que se sigue por los mismos hechos un proceso penal en su contra. Señala la Sala que no toda violación que surja en el trámite de un procedimiento administrativo es amparable en esta Jurisdicción, pues solamente son tutelables en esta vía, aquellas vulneraciones sustanciales que colocan en indefensión a la parte afectada, según se detalló en la sentencia 10198-01. En este caso no consta que el investigado haya demostrado ante esa instancia imposibilidad de asistencia al acto por enfermedad o de enviar a su representante legal. Sobre el proceso penal que acusa, ya la Sala ha señalado que ambos trámites se pueden desarrollar concomitantemente y que será en vía penal donde deberá velarse por que no surta efectos una declaración rendida en el campo administrativo, sin advertencia del derecho fundamental a no autoincriminarse. SL
9056-11. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. SE REALIZA COMPARECENCIA ORAL Y PRIVADA SIN LA PRESENCIA DE LA PERSONA INVESTIGADA.  Alega el recurrente que el recurrido le violento sus derechos de defensa y debido proceso, en virtud el órgano director del procedimiento disciplinario seguido en su contra, realizo la comparecencia oral y privada pese a que se encontraba incapacitada.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la comparecencia oral y privada celebrada en el procedimiento administrativo disciplinario No. T-065-2010, por lo que si otra causa no lo impide deberá realizarse, nuevamente, según las reglas del debido proceso y con la participación de la amparada, salvo que no tenga causa justificada para inasistir. CL

9065-11  PROCESO DISCIPLINARIO. NOTIFICACIÓN A LA AUDIENCIA, AÚN CUANDO EL INVESTIGADO SE ENCONTRABA INCAPACITADO.  El recurrente acusa que se encuentra incapacitado por psiquiatría, y en los dos procedimientos administrativos que se le siguen acreditó -mediante certificación médica- dicha incapacidad, pero le han denegado el cambio de las fechas fijadas para la audiencia a pesar de informar a los órganos directores de su imposibilidad para presentarse a rendir un descargo. Afirma la Sala que excede el objeto del amparo dilucidar si el tutelado se encontraba en plenas facultades mentales durante la tramitación dicha causa disciplinaria, o si la certificación médica presentada era o no idónea a efectos de justificar la suspensión solicitada, por lo que la disconformidad del accionante con la validez de lo actuado deberá dilucidarse en la propia vía administrativa mediante los recursos y ante las instancias previstas al efecto, o bien, en la vía jurisdiccional correspondiente por agotamiento de la fase anterior, sedes idóneas para resolver –con la amplitud probatoria requerida- tales extremos. SL
9058-11.  PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. contra funcionario que labora ad honorem. Alega el recurrente que el recurrido le lesionado su derecho al debido proceso por habérsele notificado el inicio de un procedimiento administrativo en su contra, a pesar de trabajar ad honorem para el Comité, con una incorrecta imputación de hechos y con un señalamiento para audiencia que no respeta el plazo previsto en la Ley General de Administración Pública.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia se anula la resolución de las 14:00 horas del 11 de mayo de 2011, que dio inicio al procedimiento administrativo contra el Comité Cantonal de Deportes, La Asociación Deportiva Aserrí FC y el Equipo Municipal Aserrí FC; sin perjuicio de que los recurridos puedan reiniciarlo nuevamente de conformidad con lo resuelto por este Tribunal. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia se anula la resolución de las 14:00 horas del 11 de mayo de 2011, que dio inicio al procedimiento administrativo contra el Comité Cantonal de Deportes, La Asociación Deportiva Aserrí FC y el Equipo Municipal Aserrí FC; sin perjuicio de que los recurridos puedan reiniciarlo nuevamente de conformidad con lo resuelto por este Tribunal. CL
9064-11.  PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. medida cautelar fue prolongada de forma indebida.  Alega el recurrente que ha sido objeto de persecución política de parte del recurrido, al punto que se dispuso su suspensión con goce de salario por la supuesta comisión de algunas irregularidades y a la fecha, más de 2 meses después, aún  no se les ha notificado la apertura de un procedimiento administrativo en su contra por tales hechos.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por infracción a los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, por haberse prolongado de forma indebida la medida cautelar ante causa impuesta a los amparados. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Talamanca, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta resolución, disponga formalmente la apertura del procedimiento administrativo disciplinario en contra de los amparados o el archivo de las diligencias, con el consecuente levantamiento de las medidas cautelares. CL Parcial
9072-11. SANCION. AMONESTACION ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO.   Alega el recurrente que el recurrido le impuso una amonestación escrita, con copia a su expediente personal, sin que de previo se le garantizará su derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la sanción impuesta a la recurrente mediante memorial de 08 de junio de 2011. Se advierte a la Directora del Colegio México, que para ejercer adecuadamente su potestad sancionatoria debe seguir el procedimiento correspondiente, respetando los principios de buena fe, derecho de defensa y debido proceso del docente.  CL
9091-11. IUS VARIANDI. SE IMPUGNA CAMBIO DE FUNCIONES.  Alega la recurrente que al regresar de una incapacidad de 15 días, verbalmente se le informó sobre la nueva  reubicación y asignación  de funciones  en otra área laboral,  para ejercer como  Encargada de Recursos  Humanos, tareas, deberes y responsabilidades de ambos puestos  que realizó, en virtud de que la naturaleza del trabajo de las mismas y su complejidad, son similares a las del puesto que ocupa en propiedad. Indica que el oficio número SGRH-2727-2011 del 09 de mayo de 2010,  se le confirmó que las  funciones  que actualmente  realiza  "no  se encuentra ni se puede homologar dentro de este perfil".  Estima el ejercicio abusivo del ius variandi  es una variación arbitraria de  sus condiciones laborales, descenso en la categoría y afectación de su estatus, todo en demérito de su derecho al trabajo y a la dignidad como persona y funcionaria pública. A juicio de esta Sala, lo actuado es el legítimo ejercicio del "ius variandi" que asiste a la Administración, sin que sea necesario que el acto esté expresamente motivado, aun cuando debe ser ejercido dentro de los límites y competencias administrativas, pues únicamente basta con la comunicación de la decisión adoptada. SL 
9154-11.  NOMBRAMIENTO. RECHAZAN OFERTA DE SERVICIOS EN EL OIJ SIN JUSTIFICACION ALGUNA.  El recurrente alega que presentó una oferta de servicio para laborar en el Organismo de Investigación Judicial; sin embargo fue rechazada sin que la autoridad recurrida le otorgara una justificación al respecto. Concluye que el recurso se debe acogerse por falta de fundamentación del acto administrativo cuestionado, ordenando a la autoridad recurrida resolver nuevamente la gestión presentada y notificar al recurrente los motivos de hecho y de derecho que permitan arribar a determinada decisión, sea cual fuera. Se declara con lugar el recurso, por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia se anulan los oficios No. RS-1992-10 del 1 de septiembre de 2010, emitido por Departamento de Reclutamiento y Selección del Departamento de Gestión Humana  y el oficio No. 485-UIDA-09 del 20 de septiembre de 2010, de la Unidad de  Antecedentes del Organismo de Investigación Judicial, ambos del Poder Judicial.  CL

8909-11. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Acusa la recurrente que se le han vulnerados sus derechos fundamentales, pues se desempeñó interinamente y por inopia como profesora de Música en el Centro Educativo Riojalandia, pero se nombró en su lugar a un aspirante con su misma calificación.  En este caso, la Sala señala  con referencia a la estabilidad impropia de los funcionarios interinos, que estos solo pueden ser sustituidos por un funcionario en propiedad,  y tratándose de una situación provisional y excepcional, no se ostenta derecho sobre el cargo. Además, operan cinco supuestos como excepciones de no poder sustituir a un interino (sentencia 7650-07). En este caso concreto, consta que la recurrente ostenta la categoría profesional de aspirante, mientras que el docente nombrado tiene la calificación VT1, por lo que se concluye que se nombró a otro funcionario mejor calificado.  En consecuencia no existe violación al derecho de estabilidad laboral.  SL         

8790-11. PRESTACIONES. RETARDO EN EL PAGO. Alega el recurrente que fue despedido desde el 28 de febrero de 2011 y a la fecha no se le ha pagado sus prestaciones laborales; y que la plaza que ocupaba es una plaza vacante y actualmente no se encuentra nombrada ninguna persona. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa y al Encargado de Recursos Humanos de la Municipalidad de Siquirres, que inmediatamente a la comunicación de esta sentencia, realicen las diligencias necesarias dentro del ámbito de sus competencias, para que se le cancelen al amparado, los extremos correspondientes a las prestaciones legales, vacaciones, aguinaldo y cualquier diferencia salarial que se le adeude. CL     

8735-11.  DESPIDO. POR ABANDONO DE TRABAJO. Indica el recurrente que lo despidieron por abandono de trabajo, ello a pesar de que nunca se le comunicó que se había realizado un nombramiento. Se declara con lugar el recurso. Se anula la "Renuncia Implícita por dejación de puesto"  tramitada a nombre del amparado el catorce de abril de dos mil once y los actos que se dictaron posterior a ésta y, en consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
8784-11. NOMBRAMIENTO.  SE ORDENA REUBICACIÓN DE FUNCIONARIO.  Reclama el recurrente que, luego de que ocupara desde el 14 de julio del 2006 el puesto de Director de Cooperación y Relaciones Internacionales y de que el 20 de diciembre del 2007 adquiriera la plaza en propiedad, como Jefe de Servicio Civil 1; en setiembre del 2009, recibe una nota del Ministro donde le comunica que a partir del 05 de octubre del 2009 lo apartan de su cargo de Director sin justificación alguna. Indica que ante su reclamo y criterio de Recursos Humanos y la Dirección Legal, el 08 de abril del 2011, le comunica que lo reintegrará a su puesto de profesional Jefe 1 de Servicio Civil, a partir del 15 de abril del 2011, pero no le indica que ocupará el puesto de Director, así que su reinstalación fue una burla.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se apercibe al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. CL

8720-11. NOMBRAMIENTO. SE ORDENA  COMPLETAR PLAN DE RESTRUCTURACIÓN DE LOS JUZGADOS CIVILES  Y REALIZAR  CONCURSOS.  Acusa el recurrente que pese a que fue nombrado por el Consejo Superior en la plaza vacante de juez 3 civil en el Juzgado Quinto Civil de Mayor Cuantía de San José, número 43851, de manera interina y por tiempo indefinido, la Corte Plena -en sesión número 20-09 del 8 de junio de 2009, sin previa consulta a él como interesado-, dispuso que los nombramientos de jueces y juezas en las plazas vacantes de los Juzgados Civiles de Mayor y Menor Cuantía de todo el país, se continuaran realizando en forma interina hasta el 30 de junio de este año, en tanto se consolida en forma definitiva la nueva organización de los juzgados civiles y cobratorios; criterio que se repite en  sesión número 58-10, celebrada el 10 de junio último, artículo XLVIII, en que el Consejo Superior acordó que los nombramientos de juezas y jueces en las plazas vacantes correspondientes a los Juzgados Civiles de Mayor y Menor Cuantía de todo el país, lo mismo que en los Juzgados Especializados de Cobro del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, se sigan efectuando en forma interina hasta el 31 de julio en curso, en tanto se defina la nueva organización de los juzgados civiles cobratorios.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial,  que dentro de los seis meses posteriores a la notificación de esta sentencia, deberá haber completado el plan de reestructuración de los juzgados civiles y en un plazo máximo de noventa días posterior a la notificación de esta sentencia, iniciar la celebración de concursos que resulten necesarios conforme lo indiquen la Ley de Carrera Judicial y los reglamentos respectivos, de acuerdo con las necesidades institucionales. CL
DERECHO PENAL
10031-11.  DETENCION.  NEGLIGENCIA EN LA IDENTIFICACIÓN DEL IMPUTADO. La recurrente acusa que se ha detenido al amparado de forma indebida e injustificada, en razón de datos falsos que suministró una tercera persona que fue indagada en el año 2008 por la presunta comisión del delito de portación ilegal de arma.  Indica que los  funcionarios  del Organismo  de  Investigación  Judicial  de  Tres  Ríos comprobaron  que  los  datos suministrados   por  los  Tribunales  de  Justicia  de Puntarenas no coincidían con los datos del  amparado; no obstante ello, sin  justificación  válida  alguna,  se procedió a la captura del amparado. Señala la Sala que la severidad de las restricciones a la libertad exige de los administradores de justicia y funcionarios auxiliares la más cuidadosa y escrupulosa tramitación, en todos sus aspectos, por lo que resultan inaceptable las negligencias, descuidos, pereza o incuria de cualquier tipo, en relación con asuntos en que está de por medio la libertad de las personas. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente respecto a la actuación del Poder Judicial. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
9763-11. INDIGENAS. PENAS ALTERNAS A LA PRISIÓN. Se consultan dos aspectos fundamentales: a) la inexistencia, por un lado, de una ley de ejecución de las sanciones penales para adultos y, por otro, de penas alternas a la prisión para indígenas y b) si al momento de dictar la sentencia debe tomarse en consideración la condición de indígena del imputado (sentenciado). Se evacua la consulta formulada en el sentido de que forma parte del derecho al debido proceso del imputado que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal, el tomar en consideración de la condición indígena del imputado al momento de la imposición de la sanción penal. Debe la autoridad consultante determinar lo que ocurrió en el caso concreto y declarar lo que corresponda. En relación con los demás aspectos consultados, no ha lugar a evacuar la consulta.   Evacuada
9712-11. MEDIDAS CAUTELARES. SON DICTADAS POR JUEZA QUE ANTES HABÍA ORDENADO INTERVENCIONES Y ESCUCHAS TELEFÓNICAS. El recurrente impugna la medida cautelar dictada por la Jueza, aduciendo que no podía intervenir en ese asunto, porque había ordenado con anterioridad las intervenciones y las escuchas telefónicas. Señala la Sala que la participación de la jueza accionada en ese asunto solamente tiene por objeto supervisar y salvaguardar el derecho a la intimidad de las personas que están siendo investigadas, de ahí que no le corresponde ninguna labor de investigación, a diferencia de lo que alega el recurrente en el memorial de interposición de este proceso de habeas corpus. En este orden de ideas, la Sala Constitucional no aprecia en el caso concreto ninguna circunstancia que le impidiera a la Jueza conocer acerca de la solicitud planteada por el representante del Ministerio Público a fin de imponer la medida cautelar de prisión preventiva al tutelado, como en efecto se produjo. En todo caso, ha explicado el Juez integrante del Tribunal de Juicio en su informe que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 179 del Código Procesal Penal, ha subsanado el supuesto vicio en que ha incurrido a quo (el cual, por lo dicho, no aprecia la Sala que se haya producido) y sustentó, por sí mismo, las razones procesales por las cuales el imputado debe permanecer sujeto a la medida cautelar de prisión preventiva. SL
9131-11 REBELDIA. DICTADA A PESAR DE QUE EL AMPARADO ESTABA ENFERMO. Alega la recurrente que en un proceso llevado en contra de su representado, informó al Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, que el amparado se encontraba en el EBAIS, motivo por el cual se suspendió la audiencia que se realizaría y aún así, dicho Despacho Judicial decretó la rebeldía, motivo por el cual el amparado fue detenido y trasladado a las celdas del OIJ de la zona, sin medicamentos, pese a presentar dolor en su hombro e hipertensión. En este caso, la Sala concluye que la privación de libertad del amparado tuvo sustento en una resolución del órgano jurisdiccional competente, con el único propósito de asegurar la continuación del juicio. SL
9190-11.  AUDIENCIA.  REALIZADA SIN PRESENCIA DE TRADUCTOR PARA EL IMPUTADO. La recurrente alega que el Juzgado Penal accionado realizó la audiencia para prorrogar la prisión preventiva de una persona que no habla español, esto sin la presencia de un traductor del idioma inglés. Se declara CON LUGAR el recurso por lesión del derecho de defensa, sin ordenar la libertad del imputado. Se anula lo actuado en la audiencia celebrada el 1° de julio del año en curso para conocer sobre la prórroga de la prisión preventiva del amparado.  Asimismo, se ordena a la jueza del Juzgado Penal de Liberia,  celebrar, en las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, una nueva audiencia, en la que se analice la medida cautelar prorrogada (expediente #11-000086-0396-PE), con participación del imputado, su defensa técnica y un traductor del idioma inglés. En ella deberá garantizarse la comprensión integral del acto, por parte del imputado, así como su participación. CL
9423-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE LLEVA A CABO AUDIENCIA SIN PRESENCIA DEL DEFENSOR.  Alega el recurrente que el recurrido le violento su derecho al debido proceso en cuanto la defensa técnica no fue convocada para conocer la solicitud de prórroga de prisión preventiva.  En este caso constata la Sala la violación del derecho al debido proceso del amparado, dado que la prórroga de la prisión preventiva por parte de la Jueza del Tribunal de Juicio se dictó sin audiencia a la defensa. Así entonces, se impone la estimatoria de este recurso, pero únicamente a efectos de condenar en daños y perjuicios pues, carecería de sentido ordenar la realización de una nueva vista con la presencia de la defensa ya que esta ya se llevó a cabo. De igual forma, no procede ordenar la puesta en libertad del amparado pues lo que se discutió y conoció en este recurso no fue el fondo de lo resuelto (prórroga de prisión preventiva), sino la forma en que se hizo (sin audiencia previa a la defensa). CL
8984-11. REENVÍO. EN CASOS DE UNA NUEVA DETERMINACION DEL HECHO, SE CONSULTA SI LESIONAL EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. Consulta Judicial referente a los artículos 416 y 417 del Código Procesal Penal. Se plantea la consulta en ocasión de un recurso de revisión, en donde el Tribunal consultante, pide a la Sala Constitucional que determine si los artículos 416 y 417 del Código Procesal Penal, en cuanto permiten ordenar el reenvío para una nueva determinación de si el hecho se cometió y por quién, en el marco de un procedimiento de revisión, vulneran el principio nom bis in idem, establecido en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Señala la Sala, entre otras cosas, que  El procedimiento de revisión implica que el fallo pierde firmeza, cuando se admite la revisión de una sentencia condenatoria. La garantía no es la sentencia firme, sino la imposibilidad de juzgar un hecho que se dilucidó con carácter de cosa juzgada, pero esa condición no impide que bajo hipótesis restringidas, favorable a las garantías del encausado, la sentencia firme deje de serlo, conforme a un procedimiento específico. El razonamiento de los consultantes contiene un vicio esencial: se asume que la sentencia condenatoria es inamovible, a pesar de que sea una condenatoria con vicios esenciales; el supuesto de la norma consultada consiste en la derogatoria de la sentencia firme por violación de las garantías del acusado. En esta hipótesis, la nulidad de la sentencia firme hace perder a ésta tal condición y, por este motivo, tampoco se conculcaría el Pacto de San José. La misma Convención establece como supuesto la firmeza del fallo, y cuando ha sido reenviado, tal supuesto no existiría, pues justamente se anula el fallo para el dictado de una nueva sentencia. Se evacua la consulta en el sentido que los artículos 416 y 417 del Código Procesal Penal no violan el principio non bis in idem reconocido en los artículos 42 constitucional, 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Evacuada.

8926-11.  PRISION PREVENTIVA.  FALTA DE FUNDAMENTACIÓN.  Alega el recurrente  que el juez recurrido, prorrogó de la prisión preventiva sin fundamentación alguna. En este caso concreto, la prorroga  de la prisión preventiva decretada contra el recurrente, se encuentra fundamentada en que se mantienen los elementos que originalmente se consideran para sostener en grado  probabilidad de participación del imputado en los hechos, ya que todos los acusados fueron detenidos en flagrancia por la policía judicial, elemento que fue analizado por el juez y lo lleva a concluir la necesidad de dictar la prisión preventiva, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. Se cita el voto 9856-07. SL
8952-11.  AUDIENCIA. NIEGAN CELEBRAR LA VISTA ORAL DENTRO DE LOS TRES PRIMEROS MESES DE PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el juez recurrido le lesionó su derecho de defensa y, el principio de oralidad, por haberle negado  celebrar la vista oral para conocer su solicitud del cambio de las medidas cautelares.  En este caso la Sala señala, con base las precedentes jurisprudenciales reseñados, que no se le violentó su derecho a la defensa y que tratándose de una gestión contextualizada dentro de los tres meses de vigencia de la medida cautelar de prisión preventiva, resulta válido  que el juez al menos pidiera la indicación algún elemento probatorio que significara un cambio de circunstancias que dieron origen a la adopción de la medida privativa de libertad. Se citan los votos 2011-8, 2007-3019, 2008-3923, 2008-16562,  2009-1975, 2010-4032, 2010-16472, 2011-1605, 2010-6300. SL 
8865-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO Alega la recurrente que al amparado se le mantiene privado de libertad, a pesar de que la última prórroga de prisión preventiva dictada en su contra venció el día 7 de junio y de que el Tribunal de Casación Penal anuló la sentencia condenatoria y no dictó ninguna prórroga. En este caso consta que el amparado estuvo privado de libertad sin fundamento en ninguna resolución de juez competente y sin existir sentencia condenatoria firme en su contra, desde el 7 de junio de 2011, en que venció la última prórroga de prisión preventiva dictada en su contra, hasta el día 30 del mismo mes, en que fue puesto en libertad por el Tribunal recurrido, lo cual viola sus derechos fundamentales reconocidos en los artículos 37 y 39 de la Constitución Política. Es deber de los Tribunales llevar un registro estricto de los imputados que se encuentran privados de libertad y las fechas de vencimiento de la medida cautelar de prisión preventiva. En consecuencia, procede declarar con lugar el recurso, únicamente para efectos de daños y perjuicios, por cuanto el amparado fue puesto en libertad. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

8842-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTACION. Manifiesta la recurrente que a su representado se le decretó prisión preventiva de forma injustificada. Aduce que el Tribunal de Flagrancia realizó audiencia de rebeldía,  sustentado en la referencia sobre la diligencia fracasada de citación a juicio a su representado. Indica que en dicha audiencia se discutió sobre la aplicación de la prisión preventiva en contra del tutelado, sosteniéndose por parte del Ministerio Público que en el presente asunto existía una presunción de fuga, pues no se tenía conocimiento actual de la situación domiciliar del tutelado. La defensa del tutelado enfatizó en que nunca tuvo conocimiento de la cita enviada por la autoridad jurisdiccional y que por ello no se hizo presente. En el  presente caso concluye la Sala  que la prisión preventiva fue decretada por el peligro de fuga  y debido a que el imputado no pudo ser localizado en el domicilio que señaló en su declaración indagatoria, por lo que se dudó de su arraigo domiciliar. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
7813-11. CANON. EN ZONA MARITIMO TERRESTRE. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, y los artículos 49 y 50 del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre. Señala el recurrente que los artículos impugnados contravienen el principio de reserva legal en materia tributaria, pues permiten la fijación de los cánones de la zona marítimo terrestre mediante instrumentos normativos distintos a la legislación ordinaria. Aduce que contrario a lo reconocido jurisprudencialmente por la Sala Constitucional, la naturaleza jurídica del canon definido en la Ley y el Reglamento de la Zona Marítimo Terrestre es de tasa o impuesto. En este caso, sobre el tema se cita el voto 9170-06 y se indica que si el canon no es un tributo, no está sujeto a las previsiones del principio de reserva de ley en materia tributaria, definición que deja sin sustento los motivos de inconstitucionalidad aducidos por el accionante. Igualmente, si canon y tributo no son lo mismo, tampoco puede verse una eventual violación al principio de razonabilidad, pues el hecho de que las normas impugnadas refieran al valor de mercado del bien, en nada roza con los principios constitucionales, toda vez que si el inmueble situado en zona marítimo terrestre es un bien demanial, sí tiene un valor determinado a efectos de su concesión, valor que es fijado de acuerdo a la utilización del fundo, y con este valor se define el canon correspondiente. Dado que el motivo de inconstitucionalidad aducido por el accionante fue ya discutido y resuelto por esta jurisdicción en los términos dichos, y la Sala no encuentra motivos que justifiquen variar de criterio, lo procedente es  rechazar por el fondo la acción. RF
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

8989-11. PARTIDOS POLITICOS. PROCEDIMIENTO DE COBRO PARA LIQUIDACIÓN DE GASTOS DE CAMPAÑA.  Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 50, 51, 55, 61 y 62 del Reglamento sobre el Financiamiento de los Partidos Políticos, Decreto No. TSE-17 de 19 de octubre de 2009 y contra las resoluciones Nos. 6930-E-10-2010 de las 10:00 hrs. de 18 de noviembre de 2010 y 8141-E10-2010 de las 12:10 hrs. de 23 de diciembre de 2010, ambas emitidas por el Tribunal Supremo de Elecciones. Alegan los recurrentes que las normas cuestionadas contradicen el espíritu del legislador en los artículos 96 incisos 1°) y 4°) y violentan los artículos 11, 33, 34 y 41, todos de la Constitución Política. Señalaron, que los numerales del citado reglamento fueron aplicados, retroactivamente, en contra de su agrupación política denominada Renovación Costarricense. Acusaron, que las actuaciones del Tribunal Supremo de Elecciones son discriminatorias, anómalas y violentan los principios fundamentales del Estado de Derecho. Mencionaron, que el Tribunal Supremo de Elecciones, en la resolución No. 8141-E10-2010, indicó que la liquidación de gastos correspondiente al ciclo electoral 2006-2010 debe entenderse regulada por el nuevo Reglamento sobre el Financiamiento de los Partidos Políticos, por ser el vigente al momento de la presentación de las liquidaciones. Acusaron, que el Tribunal, con tal actuación, violenta el principio de irretroactividad de la ley.  Adujeron, que el citado Tribunal pretende aplicar dicho reglamento no solo de forma retroactiva, sino, también, incurriendo en excesos normativos regulatorios y con mucha rigurosidad. Explicaron, que el fin primordial de la deuda política es implementar una campaña política por parte de los partidos políticos con dinero financiado por el Estado con el objetivo, a su vez, de sanear el proceso electoral y eliminar todo tipo de ingreso de dinero sucio. Sin embargo, acusaron que tal objetivo es entorpecido por el Tribunal Supremo de Elecciones con la maraña de procedimientos y con interpretaciones improcedentes que les ha aplicado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
INTIMIDAD

9948-11.  ACOSO CREDITICIO. BANCO ESTATAL  LESIONA PRIVACIDAD DE DEUDOR POR COBRO DE DEUDA.    El recurrente manifiesta que funcionarios del Departamento de Cobro del Banco Popular y de Desarrollo Comunal acosan diariamente a su familia al efectuar constantes llamadas —dos o tres veces por día— a una línea telefónica propiedad de su padre, con el fin de que se comuniquen con su madre. Reclama que las constantes llamadas ya alteraron la salud de su abuela, con quien los personeros del banco insisten en dejar mensajes. Por tal motivo, en numerosas ocasiones la recurrente ha solicitado por escrito a la entidad bancaria accionada que cese el acoso al que somete a su familia, pero la situación se mantiene. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Coordinador del Proceso de Gestión Cobratoria del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, adoptar las medidas necesarias para que en lo sucesivo ese banco se abstenga de incurrir en las conductas que ocasionaron la declaratoria con lugar de este recurso. CL
8791-11. ACOSO CREDITICIO. COBRO DE DEUDAS A FAMILIARES.  Menciona el amparado que los recurridos le llaman a su casa de habitación y a su celular, así como, a otra línea telefónica que se encuentra a su nombre y que no es utilizada por su persona, con la finalidad de cobrar deudas pendientes que tiene; que se comunican que sus hijas que no tienen ninguna relación con el asunto.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al apoderado judicial del Banco Popular y de Desarrollo Comunal,  que tome las medidas necesarias para que se deje de llamar a familiares del recurrente para hacer efectivo el cobro de deudas que le son propias a éste.  CL
LIBERTAD DE PRENSA
9319-11. PUBLICACION. DESACUERDO DEL COLEGIO DE PERIODISTAS CON PUBLICACION REALIZADA POR DIARIO EXTRA. Alega el recurrente que el Tribunal de Ética del Colegio de Periodistas lesionó los derechos fundamentales del Diario Extra, toda vez que, sin permitirle ejercer su derecho de defensa y, en plena violación a su derecho a la libertad de expresión, les remitió una resolución en donde se unió a la voz de protesta de muchas personas, por la publicación gráfica relacionada con el accidente de tránsito sufrido por un futbolista. Sobre el caso, estima este Tribunal que una vez analizado el contenido de la resolución debatida, la misma no contiene el carácter de una sanción. Bajo esa consideración, contrario a lo que alega el petente, el acto acusado se trata de una mera manifestación de desacuerdo de parte del Tribunal de Honor y Ética con el actuar de la parte amparada, a raíz de la protesta de muchas personas descontentas con el contenido gráfico que hizo alusión al accidente de cita. En razón de lo dicho, no resulta obligación de la parte recurrida, apercibir a la parte recurrente acerca de sus intenciones o bien, de su forma de pensar, con respecto a las publicaciones efectuadas sobre el accidente de tránsito. Por ende, si el Diario La Extra estima que con esta actuación se le ha causado algún perjuicio de carácter económico, a raíz del dictado y la difusión de este acuerdo, lo propio debe ser alegado ante las instancias ordinarias que correspondan, a fin que allí se resuelva conforme a Derecho. RF
8725-11. PROGRAMAS DE TELEVISION. SE ACUSAN ESCENAS NO APTAS PARA MENORES. Alega la recurrente que es madre de las cuatro personas menores de edad y, en el mes de mayo, en un noticiero del medio día de Canal 6 se presento una noticia sobre dos hombres jóvenes con supuestas pretensiones de casarse civilmente. Señala que durante la filmación se realizaron contactos corporales entre ambos sujetos, incluso se besaron en la boca. Considera la accionante que la reiteración de ese tipo de manifestaciones en los medios televisivos, más que obtener el reconocimiento de los derechos fundamentales de los homosexuales, van dirigidos a promover ante la generalidad de los habitantes del país, en su mayoría niños y adolescentes, conductas homosexuales como una opción válida. Por las razones expuestas, estima lesionados los derechos fundamentales de las personas menores de edad amparadas. Por ello, solicita que se ordene a la empresa recurrida no transmitir programas en 1os cuales se promueva la práctica homosexual, al menos durante las cuales los menores suelen ver la televisión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Las Magistradas Calzada y Salazar ponen nota. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

9023-11. LICENCIA DE CONDUCIR.  REQUISITOS PARA TRAMITES DE LICENCIA.  Alega el recurrente que el recurrido no le permite realizar la prueba práctica de la licencia, pues consta en su contra una multa de tránsito, la cual no se encuentre firme, ya que está pendiente de resolverse una apelación que presentó contra la infracción. En este caso la Sala señala que si bien no se ha resuelto la apelación presentada, eso no es una justificación para que no se cumpla con los  requisitos legales para optar una nueva licencia de conducir.  Visto que se esta cobrando la multa  respectiva, sino que la norma exige  una serie de requisitos para optar por la licencia, se concluye que es un conflicto de mera legalidad, y el recurrente deberá presentar su reclamo a la vía ordinaria  al no verificarse violación alguna de sus derechos fundamentales. Se cita la sentencia 1377-00. SL 
9062-11  BOLETA DE CITACIÓN. INCUMPLIMIENTO DE FORMALIDADES. El recurrente, contra quien se levantó una boleta de citación por la presunta infracción a la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres, alega tres aspectos que estima lesivos de sus derechos fundamentales: 1.La boleta de citación no cumple las formalidades requeridas, no se indicó el lugar  donde debía presentar la impugnación. 2. No se consignó que viajaba con su esposa, por lo que se le limitó la posibilidad de presentarla como testigo. 3. En ventanilla se le rechazó la impugnación porque no la presentó en forma personal sino a través de otra persona, indicándose que al haberla presentado de esa forma, debía estar autenticada.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador de la Unidad de Impugnaciones del Consejo de Seguridad Vial, que inmediatamente reciba y tramite la impugnación de la boleta de citación presentada por el recurrente, sin perjuicio de lo que se resuelva conforme a Derecho. CL Parcial
MINORIAS
9865-11. DISCAPACIDAD. FALTA DE SEÑALIZACIÓN EN PLAYA PARA USO DE PERSONAS CIEGAS.    Acusa el recurrente que su vida estuvo en riesgo, por cuanto en Playa Uvita no existe programa alguno que brinde apoyo a las personas con discapacidad visual para que éstas puedan bañarse en el mar de modo seguro, a pesar de lo establecido en la Ley 7600 sobre la importancia de brindar ayudas técnicas a las personas con discapacidad para su disfrute y bienestar, lo cual lesiona los derechos fundamentales de esta minoría.   En este caso, no se logró acreditar la aducida lesión a los derechos fundamentales del amparado, pues el Parque Nacional Marino Ballena cuenta dentro de sus instalaciones con las comodidades y accesos requeridos para personas con discapacidad, sin que se puede pretender que el Estado deba garantizar el ingreso al mar (tanto para personas videntes como no videntes) sin que se corra ningún riesgo para la vida.  Se declara sin lugar el recurso.  SL

9756-11. BONOS DE VIVIENDA. REGULACION DE LOS MISMOS EN RESERVAS INDIGENAS. Los recurrentes acusan su disconformidad de que sea la Asociación de Desarrollo Integral quien autorice la construcción de una vivienda en una reserva indígena y presentan una oposición de que el Ministerio de la Vivienda no les haya otorgado el bono de vivienda que a su parecer les corresponde.  No obstante, en primer lugar es importante indicar que no corresponde a esta Sala sustituir a las autoridades competentes en materia de vivienda, a efectos de determinar si tiene o no derecho a recibir el bono de la vivienda que pretenden en el proyecto de su interés. Por otro lado, no podría esta Sala en atención a los intereses de los recurrentes, adoptar una decisión que, por el contrario, podría perjudicar a toda una comunidad indígena la cual, por sus condiciones étnicas particulares, cuenta con la protección de sus derechos inclusive en instrumentos internacionales. Sin duda alguna, las pretensiones de los recurrentes escapan del conocimiento de este Tribunal. Por tal motivo, los amparados deberán plantear sus reparos en la propia vía administrativa, o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. SL
9094-11  PERSONA CON DISCAPACIDAD. TRATO DISCRIMINATORIO AL INGRESO TEATRO NACIONAL.  Acusa el recurrente que por su condición de discapacitado le han lesionado su derecho a la igualdad de oportunidades, ya que en el Teatro Nacional, cuando se trata de personas con alguna discapacidad, los espacios asignados son las butacas de precios mas altos, indica que no se le da opción de escoger de acuerdo de su preferencia, condiciones físicas y económicas, un lugar accesible para presenciar los conciertos, dejándole solo una opción que resulta ser la más perjudicial para sus intereses económicos. En este caso, consta que el recurrente no acudió a las autoridades del Teatro en un inicio y con suficiente antelación, a plantear su reclamo, por lo cual, no pudieron ofrecer una opción alternativa. Por otra parte, al tratarse de un espectáculo realizado mediante alquiler del Teatro Nacional, no dependía directamente de las autoridades administrativas del Teatro. Dadas esas condiciones, no encuentra esta Sala que exista discriminación alguna en perjuicio del recurrente, que tienda a lesionar sus derechos fundamentales, razón por la cual lo procedente es desestimar el recurso. SL
8981-11. ADULTO MAYOR. SE ACUSA QUE MANTIENEN A PERSONA ADULTA MAYOR CONTRA SU VOLUNTAD EN ALBERGUE. La recurrente alega que su madre desea pasar los últimos años de vida a su lado, sin embargo, en el albergue recurrido se niegan a darle la salida, a pesar de que es su voluntad. Afirma que la tienen muy abandonada en cuanto a las atenciones que se le deben brindar, ya que sus piernas están totalmente inflamadas a consecuencia de la retención de líquido. En este caso se habla sobre la protección de las personas adultas mayores y concluye la Sala que no se violenta derecho fundamental alguno, porque la disposición de tenerla en el albergue es una decisión judicial que fue acordada después de los respectivos estudios sociales y psicológicos, estudios que determinaron que la recurrente no es apta para el cuido de su madre y que según valoración psicológica del Hospital Nacional Psiquiátrico presenta deterioro cognitivo moderado aunado a un trastorno de personalidad paranoide, por lo tanto mal haría la autoridad recurrida en permitir el egreso de la amparada. En todo caso, lo que la recurrente pretende con la interposición del presente recurso de hábeas corpus es que esta Sala le entregue a su madre; sin embargo, respecto de tal pretensión, esta Jurisdicción no tiene competencia. De tal manera, si la recurrente está disconforme con las medidas adoptadas con la intención de proteger a su madre, será ante las propias autoridades competentes ante quienes se debe plantear, discutir y resolver su inconformidad, más no en esta sede que no es la habilitada para tales efectos. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese a todas las partes. Notifíquese también al Presidente de la Comisión Nacional para la Defensa de la Personal Adulta Mayor. SL
8724-11. DISCRIMINACIÓN. POR PREFERENCIA SEXUAL. Reclama el recurrente un trato discriminatorio por su orientación sexual, porque el 24 de marzo de 2011, mientras él y su pareja del mismo sexo consumían un refresco en el bar del Bingo Multicolor, se dieron la mano, motivo por el que un guarda y el gerente del local los apercibieron salir del lugar sino cesaban con tal comportamiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente con Facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma y a nivel nacional de la Asociación Cruz Roja Costarricense y Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma de Juegos Sociales Iberoamericanos S.A., abstenerse de incurrir en los actos que dieron mérito para acoger este recurso, así como instruir a los empleados del Restaurante del Gran Bingo Multicolor para que se comporten de acuerdo con los parámetros establecidos en la parte considerativa de este pronunciamiento. Voto salvado del Magistrado Castillo Víquez. CL

MUNICIPALIDAD
10042-11.  VIAS PÚBLICAS.  FALTA DE ACERAS IMPIDEN TRANSITO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.   Indica  el recurrente que es vecino de Santa Rosa de Turrialba. Señala que cien metros antes de la entrada principal al cementerio, se construyeron varios talleres. Al construir las aceras para el ingreso de los vehículos hicieron una rampa que sale desde el caño o cuneta hacia la propiedad pero como entre el nivel de la calle y del terreno hay más de un metro de diferencia, al construirlas, quedó un obstáculo que interrumpe el paso de personas con alguna discapacidad; en su caso, el paso de su silla de ruedas. Asegura que en ese sector la mayoría de las viviendas no cuentan con aceras. Solicita que se exija el cumplimiento de la Ley 7600.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de Turrialba, adoptar las medidas necesarias para que en las construcciones del sector indicado por el recurrente se garantice las condiciones de accesibilidad establecidas en la Ley 7600. CL

10051-11.  VIAS PÚBLICAS. NEGATIVA RECONSTRUIR PUENTE PARA INGRESO A PRECARIO.   La recurrente, vecina de Pueblo Nuevo de Curridabat, reclama la inactividad administrativa del gobierno local para reparar el puente que comunica esa localidad con barrio Las Rosas. Explica que en octubre anterior, esa estructura fue derribada por la fuerzas de las aguas del río María Aguilar; no obstante, a la fecha, continua sin reparación, dificultando el acceso al lugar. En este caso, se tiene por acreditado que dicho asentamiento fue levantado —según lo informado bajo juramento— en una propiedad privada, perteneciente a la empresa Urbanizaciones Industriales.  De otra parte, en cuanto al puente cuya reparación se reclama, esa estructura fue construida por la propia comunidad, siendo que una de sus basas fue colocada en propiedad privada en precario y la otra, al margen derecho del río supra indicado, en propiedad municipal, construcción que fue permitida por el gobierno local. Finalmente, queda comprobado que por el lado norte del asentamiento existe un acceso por la que transitan peatones y vehículos livianos y pesados, de modo que la población no se encuentra incomunicada. Se declara sin lugar el recurso. SL
10056-11. DAÑOS A LA PROPIEDAD. ACUMULACION DE ESCOMBROS Y BASURA IMPIDEN A PERSONA ADULTA MAYOR INGRESO A VIVIENDA. La recurrente -adulta mayor-, aduce vulnerados sus derechos fundamentales, ya que, según su dicho, las autoridades de la Municipalidad de Aserrí, con ocasión de la Tormenta Tomas ocurrida en el mes de noviembre de 2010, demolieron el puente peatonal que se ubicaba sobre el Río Suárez, que le permitía el acceso a su vivienda. Asimismo, acusa que tales autoridades dragaron el citado río dejándole una enorme cantidad de piedras, escombros, ramas, árboles y basura frente a su vivienda, lo que, igualmente, le dificulta el acceso a ésta última. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Aserrí, que, DE INMEDIATO, dispongan la recolección de todos aquellos escombros y basura depositadas frente a la casa de habitación de la recurrente. Asimismo, se les ordena a los recurridos que, DE INMEDIATO, realicen las gestiones y obras que sean necesarias para que la amparada pueda acceder a su casa de habitación. En los demás, se declara sin lugar el recurso.   CL Parcial

9808-11.  VIAS PÚBLICAS. RETARDO EN RECONSTRUIR PUENTE EN PILAS DE CANJEL DE NANDAYURE. La recurrente acusa que el puente para ingresar a la comunidad de Pilas de Canjel, se cayó desde hace tiempo; sin embargo, las autoridades competentes no se han preocupado por arreglarlo, por lo que los vecinos de la zona deben atravesar a pie o en sus vehículos el cauce del río, actuación que en invierno se torna peligrosa.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, al Alcalde Municipal de Nandayure y al Alcalde Municipal de Puntarenas, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, tomen las medidas necesarias y giren las órdenes que correspondan para que en el plazo de SEIS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se concluya las obras de construcción del puente de ingreso a la comunidad de Pilas de Canjel, que ha sido objeto de este recurso. CL
9112-11 TORRES DE TELECOMUNICACIONES.  EMISIÓN DE REGLAMENTO PARA REGULAR LA CONSTRUCCIÓN DE TORRES.  Alega la recurrente que el Concejo Municipal de Carrillo dispuso declarar la moratoria de la construcción de torres de telecomunicaciones en ese cantón, hasta tanto se emita el reglamento para regular esa actividad, no obstante, una empresa privada continua construyendo esa infraestructura en un inmueble detrás de su propiedad, lo que representa una depreciación de su valor. Solicita que se le ordene a la Municipalidad de Carrillo ejecutar el acuerdo indicado y que proceda a emitir el reglamento correspondiente.  En este caso, la Sala Constitucional considera que  la ejecución del acuerdo supra indicado, deberá ser reclamada a través de los mecanismos procesales legalmente establecidos de la misma manera que la presunta omisión de emitir un reglamento para regular la actividad mencionada. Esta Sala ha conocido el tema del impacto que podría suponer la construcción de una torre de telecomunicaciones para la salud, no acreditándose los efectos nocivos que se alegan (ver votos números 2003-03881, 2011-05516).  SL
9152-11. ACERAS. FALTA DE INFRAESTRUCTURA DE ACERAS, CUNETAS Y CAÑOS EN SAN FRANCISCO DE HEREDIA. Alega el recurrente que en calle Chucos del Barrio La Gran Samaria de San Francisco de Heredia, no hay cunetas ni el respectivo caño a ambos lados, lo que pone en peligro su vida y la de los vecinos; asimismo indica que la Municipalidad recurrida no le da mantenimiento a las aceras, por lo que estima lesionados sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Heredia, o a quien en su lugar ocupe el cargo, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y gire las órdenes pertinentes para que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se construyan las aceras, las cunetas y caños necesarios, en la calle Chucos, ubicada en el Residencial La Gran Samaria, de tal forma que se garantice la seguridad a los peatones así como la correcta conducción de las aguas. Dichas obras deben ser ejecutadas de tal forma que cumplan con las exigencias técnicas para garantizar la movilidad de personas con algún tipo de discapacidad.  CL

9153-11. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE FALTA DE CANALIZACIÓN, DESLIZAMIENTO Y FALSAMIENTO DE TERRENOS EN SAN IGNACIO DE ACOSTA.  Alega la recurrente que el recurrido lesiono sus derechos fundamentales debido a que las autoridades recurridas no han solucionado en forma efectiva y definitiva el problema de inundaciones, deslizamientos y el falseamiento de los terrenos que aqueja a los vecinos de San Ignacio de Acosta debido a la mala canalización de aguas provenientes de la ruta 209 y la falta de caños y alcantarillas para el desfogue de las aguas pluviales. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al  Ministra de Salud, Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, Alcalde Municipal y Presidente del Concejo Municipal, estos últimos de la Municipalidad de Acosta  o a quienes ejerzan el cargo, que coordinen lo necesario para que, que dentro del marco de sus atribuciones y competencias, y en asocio con las instituciones correspondientes realicen todos los actos necesarios para solventar en definitiva el problema de aguas pluviales que se presenta en la comunidad de Potrerillos de San Ignacio de Acosta, lo anterior en un plazo de seis meses contado a partir de la comunicación de la presente resolución. Asimismo, se ordena a la Contraloría General de la República, en la persona del Gerente de Área de Servicios Municipales,  que no autorice el presupuesto ni ninguna modificación presupuestaria para el siguiente presupuesto, proveniente de la Municipalidad de Acosta,  si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. Además, debe el Alcalde Municipal y el Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Acosta dar respuesta a las gestiones presentadas por la recurrente los días 3 de agosto de 201 y 14 de marzo de 2011 en el plazo de TRES DÍAS a partir de la notificación de la presente sentencia. En cuanto el Instituto Mixto de Ayuda Social y al Ministerio de Obras Públicas y Transportes se declara sin lugar el recurso.  CL
9168-11. VENTAS INFORMALES.  SE ACUSA DESORDEN DE  VENTAS INFORMALES EN LIMON.  Alegan los recurrentes que en Limón los peatones no pueden transitar por las aceras en virtud de las ventas callejeras, situación que tolera la Municipalidad. Indican que las autoridades municipales no respetan el reglamento y colocan vehículos oficiales en el boulevard y los comerciantes colocan rótulos en espacios no permitidos, lo que vulnera sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad del Cantón Central de Limón así como la Directora del Área Rectora de Salud Limón o a quienes ocupen esos cargos de manera coordinada tomar las medidas necesarias para que dentro del plazo máximo de dos meses contado a partir de la comunicación de esta sentencia, las actividades de ventas informales que se realicen dentro de su jurisdicción -en cuanto sean permitidas -,   se lleven a cabo con el cumplimiento de todos los permisos. CL Parcial
9172-11. AGUAS. PROBLEMAS CON ALCANTARILLA GENERA REBALSE DE AGUAS EN PUNTARENAS. Alega el recurrente que la Municipalidad de Puntarenas no arregla los problemas de inundaciones durante la época de lluvias en las cercanías del Instituto Nacional de las Mujeres, debido a que el alcantarillado pluvial se rebalsa. Se declara CON LUGAR el recurso únicamente en cuanto a la Municipalidad de Puntarenas. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, o a quién en su lugar ocupe ese cargo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de UN MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde una solución efectiva al problema de inundaciones que afecta a los vecinos de las cercanías del Instituto Nacional de las Mujeres en Puntarenas.  CL
9180-11. ALCANTARILLADO. FALTA DE CONSTRUCCION DE ALCANTARILLADO EN PUNTARENAS. Los recurrentes alegan que la Municipalidad recurrida dejó incompleto un proyecto de alcantarillado y evacuación de aguas, razón por la cual las aguas discurren,  provocando que se inunden sus casas.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Puntarenas o a quien ocupe el cargo adoptar en forma inmediata las medidas pertinentes para que se solucione definitivamente el problema de inundaciones generado por el rebalse de la tubería en las tapias de las instalaciones del Instituto Costarricense de Electricidad en Puntarenas, trabajo que deberá estar concluido a más tardar en seis meses. CL
9181-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS SIN TRATAMIENTO  AFECTAN PROPIEDAD PRIVADA EN BUENOS AIRES DE PUNTARENAS.  Alega el recurrente que el recurrido le ha violentado el del principio de justicia pronta y cumplida y a la salud y a su integridad  pues  - a la fecha de interposición de este recurso - no se ha respondido ninguno de los  múltiples reclamos en relación con el problema de aguas sin tratamiento  que afecta el lugar donde vive, lo cual pone  en peligro la propia vida de su grupo familiar. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Buenos Aires y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad CONAVI o a quienes ocupen esos cargos, que de forma coordinada e inmediata adopten las medidas necesarias para que en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se resuelva el problema de falta de tratamiento de agua en el tramo de la ruta No. 2 que colinda con la vivienda del amparado. Asimismo se ordena al Alcalde Municipal de Buenos Aires o a quien ocupe ese cargo resolver y comunicar las gestiones planteadas por el amparado en el plazo de DIEZ DÍAS  a partir de la comunicación de esta sentencia.  CL
8736-11. PARQUES. ALAMBRE DE NAVAJE  EN PARQUE INFANTIL DE URBANIZACIÓN GONZÁLEZ DE PATALILLO. El recurrente aduce que en el parque infantil de la Urbanización González en Patalillo, Coronado, hay alambres de navaja en una malla, los que ponen en peligro la seguridad de los niños. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Vásquez de Coronado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

PENSIONES ALIMENTARIAS

9068-11. EXPEDIENTE. ERRORES EN GRABACION DE EXPEDIENTE ELECTRÓNICO EN FORMATO DIGITAL. El recurrente alega que en el Juzgado Oral Electrónico de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela le entregaron copia del expediente electrónico en el formato digital CD.  Indica que al intentar abrirlo en su oficina, solamente se despliega parte de la información, sin que se pueda abrir ninguno de los archivos, ya que hay que tener acceso a Internet y a la última versión de Office, según le informaron. El recurrente estima que con lo indicado se le vulnera su derecho de acceso al expediente, el derecho de defensa, por cuanto no pudo apelar de manera eficiente, por cuanto no tuvo acceso a la prueba, de igualdad y de acceso a la justicia sin denegación.   La Sala Constitucional en el caso concreto, concluye que no ha habido violación a los derechos fundamentales del amparado, pues ha contestado en tiempo cuando se lo han emplazado, lo cual evidencia que las actuaciones del Juzgado recurrido, en el presente caso, han sido conforme a derecho, lo anterior porque consta en el informe del Juzgado recurrido que el usuario nunca se presentó de nuevo ante el mismo indicando que no podía acceder a los archivos copiados en el disco compacto que le entregaron, ni tampoco indicó no tener medios tecnológicos que le permitieran tener acceso a la información guardada en el disco compacto, pues de haber sido así, el Juzgado se hubiera visto en la obligación de proveer al usuario con los medios necesarios para que el mismo tuviera acceso a la información que solicitaba, ya fueran estos medios electrónicos o impresos. SL

8923-11.  ORDEN DE CAPTURA. DIENIEGA LA SOLICITUD BUSCAR TRABAJO.  Alega el juez recurrido le denegó su solicitud de buscar trabajo y el pago en tractos del monto adeudado.  En este caso, la Sala señala  que no hay razón para estimar el presente recurso, pues no es una instancia dentro del proceso de pensiones alimentarias, para determinar si procede otorgarle permiso. SL
8924-11. MONTO. FALTA FUNDAMENTACIÒN.  Alega el recurrente que el juez le fijo una pensión alimentaría provisional a favor de sus padres y, que esta carece de fundamentación, además no le es posible pagar el monto fijado, por lo que se pone en riesgo su libertad.  En este caso la Sala señala  que no existe violación a ningún derecho fundamental contra el amparado, pues la fijación se hizo con fundamento de pruebas existentes y no se estima que fuera irracional el monto, para las posibilidades económicas de los demandados y que se encuentra debidamente fundamentada. SL
PODER JUDICIAL
9967-11. HOJA DE DELINCUENCIA.   RESTRICCIÓN A EXTRANJEROS QUE TIENEN UNA CONDICIÓN MIGRATORIA IRREGULAR.  Alega el recurrente que para obtener un trabajo necesita presentar la hoja de delincuencia,  sin embargo;   al  momento  de presentarse   a  las  oficinas  del  Registro  Judicial  para solicitar   la misma,  se  le  informó que no se la darían, pues por  un acuerdo entre el Registro Judicial  y la Dirección General  de Migración y Extranjería, los extranjeros debían  cumplir  con  una  serie  de requisitos  que -anteriormente-   no  era necesario presentar. Señala la Sala que el hecho concreto de denegar la solicitud a los extranjeros supuestamente en condición migratoria irregular y la política para emitir o no certificaciones penales a extranjeros que describe la representante del Registro Judicial, excede lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales y contradice tanto el mismo acuerdo de Corte Plena en que se basa para denegar la solicitud, como el principio de igualdad y no discriminación plasmado en el artículo 33 de la Constitución Política y los artículos 24 y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y debe en consecuencia abstenerse de incurrir en acciones como las que han originado la estimación de esta acción. Se declara con lugar el recurso en cuanto se dirige contra el Registro Judicial del Poder Judicial. Se ordena a la Jefa de Registro Judicial del Poder Judicial , emitir la certificación de antecedentes penales a nombre del amparado en el plazo de DOS DÍAS contado a partir de la comunicación de esta resolución. En cuanto el amparo se dirige contra la Dirección General de Migración y Extranjería, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 
9737-11. CONDICIONES. CELDAS DEL OIJ DE NICOYA. El recurrente reclama que las autoridades recurridas en ocasiones, introducen hasta cinco personas al mismo tiempo en  una misma celda del Organismos de Investigación Judicial en Nicoya. Por otra parte, acusa que en las celdas en cuestión no existen camas, colchonetas ni cobijas por lo que tiene que dormir en el suelo. Además, no se le permite usar cepillo de dientes y en el lugar hay plagas de moscas, zancudos y ratas, lo cual va en detrimento de sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Jefe a.i. de la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya, que de inmediato realice las gestiones necesarias a fin de solucionar en forma definitiva el problema de filtración de aguas en las celdas de la Subdelegación  de esa institución en Nicoya y garantizar que éstas no superen las capacidad máxima que determinó en su informe el Juzgado de Ejecución de la Pena de Guanacaste. CL Parcial

9086-11. PARQUEO. AUSENCIA DE PARQUEOS EN LA CIUDAD JUDICIAL DE SAN JOAQUIN DE FLORES. El recurrente alega que es una persona con discapacidad, utiliza silla de ruedas o andadera para su movilización, y en su ventana de su vehículo automotor porta la respectiva identificación.  Acusa que en las oficinas del Poder Judicial en San Joaquín de Flores, y al frente de dicho edificio existe un parqueo, con espacios reservados para funcionarios, pero no para personas usuarias con alguna discapacidad. Alega que dicha situación es lesiva a sus derechos fundamentales.  En el presente caso la Sala Constitucional considera que lo narrado por el recurrente no era de conocimiento de las autoridades involucradas, quienes aclaran que tanto los edificios de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, así como las instalaciones judiciales de San Joaquín de Flores, ambas cuentan con espacios de parqueo destinados para personas discapacitadas.  La situación descrita por el amparado, se trata de un incidente aislado, de algo casuístico, no así de una violación a la Ley 7600, pues según consta en el informe y en la prueba aportada por el Administrador de la Ciudad Judicial recurrida, las instalaciones cumplen con lo establecido en la Ley 7600 y los funcionarios y administrativos deben respetar un protocolo en cuanto al tema de personas con discapacidades distintas.  SL

9317-11. PERITOS. NOMBRAMIENTO DE INGENIEROS AGRONOMOS PARA AVALUOS. Alega el recurrente que mediante circular 2-2009, publicada el 27 de marzo de ese mismo año, la Dirección Ejecutiva, en donde se dispuso que los inmuebles que estén bajo explotación agropecuaria, deberán ser valorados por peritos que sean ingenieros agrónomos. A juicio del accionante esta diferencia discrimina a otros profesionales, capacitados para asumir ese tipo de avalúos. Estima la Sala que con la diferenciación de cita, no se han lesionado, de manera directa, los derechos fundamentales del petente, o bien, de los demás profesionales con el rango de peritos que no sean ingenieros agrónomos. En primera instancia, debe tener presente el amparado que, no corresponde a esta Jurisdicción efectuar un juicio de valor que acredite las diferencias que puedan existir entre distintas profesiones. Tampoco le corresponde, determinar la razón por la cual el legislador y, en su caso, las autoridades recurridas, estiman pertinente asignar diferencias a dichas categorías. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
10058-11. INTEGRIDAD FISICA.   HERIDO EN INTENTO DE FUGA DE MAXIMA SEGURIDAD ALEGA MALTRATO POR OFICIALES DE SEGURIDAD.  La recurrente considera lesionados los derechos fundamentales del tutelado, en particular los contenidos en el artículo 21 constitucional, en virtud de que se encuentra privado de libertad en Máxima Seguridad del centro penitenciario recurrido. Afirma que desde el intento de fuga, que se dio el 11 de mayo anterior, fue herido con cuatro balazos y después de salir del hospital, ha sido objeto de múltiples golpizas por parte de custodios, quienes lo torturan lo que representa una seria amenaza para su salud y su vida. En este caso, se tiene por acreditado que las lesiones que presenta el tutelado, de conformidad con el Dictamen Médico Legal, fueron producto de la confrontación en la cual se vio involucrado el amparado al momento de la evasión, mismas que se produjeron como fruto de la contención que se dio en la escena, a fin de evitar su evasión. El dictamen concluye que según valoración médico forense y el estudio de los documentos médicos aportados para su estudio no existen elementos de juicio para pensar que el evaluado sufrió lesiones producto de los hechos que se investigan.   En mérito de lo expuesto, al no constatarse que en la especie se hayan vulnerado normas o principios constitucionales en perjuicio del amparado, no procede más que la desestimación del recurso.  SL  
9063-11.  CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO LA REFORMA.   Alega el recurrente que el amparado es un privado de libertad en La Reforma, el cual duerme en el suelo, junto con los adultos, y que no se le brindan oportunidades de trabajo y recreación. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto se tiene por acreditado que el amparado dormía sin una colchoneta en el Centro de Atención Institucional La Reforma. En todo lo demás se declara sin lugar el amparo. CL Parcial

8890-11.  ATENCIÓN MÉDICA. SE ACUSA QUE NIEGAN TERAPIA Y ATENCIÓN POR DISMINUCIÓN DE LA VISTA. Señala el recurrente que en el Centro de Atención Institucional La Reforma no le ha brindado la segunda parte de la terapia para ofensores sexuales y la atención medica que requiere por la disminución de su vista.  En este caso la Sala señala que no ha existido una violación a sus derechos fundamentales, por cuanto se le ha brindado la terapia que requiere desde 03 de abril del 2009, y con referencia a la atención medica a su problema de disminución de la vista, se le ha brindado el servicio de Consulta Externa de la Clínica, sobre varios de sus padecimientos. Sin embargo, en ningún momento, ha solicitado atención médica para su problema de disminución de vista. Queda acreditado que al recurrente no se le ha negado la atención médica que requiere, sino que él no ha manifestado a las autoridades de salud del Centro Penitenciario sobre su problema de disminución de vista. Igualmente, se verifica que el recurrente será referido al Servicio de Consulta Externa para que sea valorado sobre el problema que alega. SL
8906-11.  HACINAMIENTO. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA.  El recurrente es un privado de libertad y acusa las condiciones de hacinamiento en los dormitorios del el ámbito A, pabellón B-2 de La Reforma, situación que considera lesivo de sus derechos fundamentales.  En este caso la Sala señala que la existencia del hacinamiento, es un problema conocido por este Tribunal Constitucional, en diversas oportunidades y la posición ha sido de amparar a los privados de libertad que se encuentre recluidos en tales condiciones y, en este caso concreto, se constata la existencia de la violación a los derechos de los privados de libertad.  Se declara CON LUGAR el recurso por violación al artículo 40 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena al Director del Centro de Atención Institucional, o a quien ocupe este cargo, que proceda a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo máximo de SEIS MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia, adopte inmediatamente las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional La Reforma, hasta llegar a su capacidad real. CL
8985-11. ABUSO POLICIAL. SE ACUSAN QUE FUNCIONARIOS PENITENCIARIOS MALTRATAN PRIVADO DE LIBERTAD. La recurrente acusa que, según manifestaciones de la hermana de un privado de libertad,  éste ha sido objeto  de amenazas y de malos tratos de parte de algunos funcionarios del Centro de Atención Institucional  La Reforma, con fin de que no se refiera a los sucesos ocurridos con posterioridad al intento de fuga que se dio en Máxima Seguridad de dicho centro penitenciario. Esta Sala ha sido consistente en su jurisprudencia al indicar que toda actuación de la Administración Penitenciaria debe estar regida por el más absoluto respeto a la dignidad de los privados y privadas de libertad, así como por el respeto a sus derechos fundamentales, que les son inherentes como seres humanos. De lo que se deriva, en otros extremos, el deber ineludible de las autoridades penitenciarias de respetar, proteger y garantizar, a favor de los privados y privadas de libertad, su derecho a la vida y a la integridad personal. En este caso concreto, no existen elementos de convicción que permitan tener por acreditadas las alegadas amenazas o malos tratos. Por el contrario, en lo que coinciden los informantes es que el amparado solicitó su reubicación dentro del sistema penitenciario pues acusó que tenía problemas con otros privados de libertad,  por lo que, con anterioridad a la interposición del presente recurso, ya se había dispuesto y ejecutado su traslado fuera de Máxima de Seguridad,  en procura de resguardar su integridad física. De allí que esta Sala no observa que se haya incurrido en una infracción a los derechos fundamentales del amparado.  SL
8773-11. LABORAL. NIEGAN CERTIFICACIÓN. Alega el recurrente que solicitó a la corporación municipal una certificación de tiempo servido; sin embargo, se niegan a entregársela, alegando que nunca fue empleado municipal, pues -a criterio de la funcionaria encargada- ese tiempo fue para descontar 9 meses de cárcel. Alega que requiere la certificación para realizar los respectivos trámites de pensión.  Estima la Sala que al ser un asunto de mera legalidad, no cuenta con competencia para pronunciarse al respecto, y deberá acudir al respecto a la vía de legalidad. Se declara sin lugar el recurso. SL

8723-11. UBICACIÓN. LE ORDENAN SACAR A MENOR  DE CASA CUNA  DEL BUEN PASTOR. Alega la recurrente que se encuentra  privada  de  libertad  en  el  Centro  de Atención Institucional  El Buen Pastor, en el Módulo de Casa Cuna.   Indica que el 18  de mayo  de  2011,  la Supervisora  de Seguridad de  ese centro penitenciario le exigió que debía buscar   a alguna persona  que viniera  por  su hijo de tres  años de edad, para que lo sacaran de ese centro y, que en caso contrario,   procedería  a entregar   al  menor  al  Patronato  Nacional  de  la  Infancia. Señala que desde su embarazo está descontando una sentencia condenatoria,  por lo que su hijo nació en dicho  centro y es el único entorno que conoce. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la tardanza en ejecutar la resolución del Consejo Técnico Interdisciplinario en reubicar a la amparada en el módulo E junto a su hijo. CL

8839-11.  ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD.  Manifiesta  el recurrente que se encuentra privado de libertad en el centro penitenciario recurrido y desde hace tres meses padece de una úlcera en su pierna derecha, la cual no cicatriza, a pesar del tratamiento que le brindaron en la clínica de esa prisión. No obstante ello, no se le ha remitido a valoración por parte de médico especialista o dermatólogo, razón por la que estima, no se le ha prescrito un tratamiento idóneo para su padecimiento, situación que pone en riesgo su salud, pues a su juicio podría perder el pie. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director General y al Director Médico, ambos funcionarios del Centro de Atención Institucional La Reforma,  que en forma inmediata tramiten ante el Hospital San Rafael, de Alajuela, la referencia médica para la atención especializada del recurrente en el Servicio Vascular Periférico de ese hospital. 

8737-11.   CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO DE SAN JOSÉ. Alega la recurrente que el amparado   se  encuentra  recluido  en  el  Centro  de  Atención Institucional  de San  José. Refiere  que desde que su patrocinado fue recluido  en dicho Centro Penitenciario  duerme  en  el suelo,  sin que  se  le haya proporcionado una colchoneta ni muchos menos una cama. Señala que al  consultar a  la Dirección del Centro sobre  dicha  situación  se  le  informó que ello obedecía a problemas de sobrepoblación y hacinamiento  que existe en la Unidad de Admisión E. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

SERVICIOS PUBLICOS
9075-11  SERVICIO DE AGUA.  problemas con el servicio de agua en isla chica de los chiles.  Alegan los recurrente que el recurrido les esta lesionado sus derechos fundamentales, en particular los contenidos en el artículo 21 constitucional, en virtud de que en la comunidad de Isla Chica de Los Chiles, se presentan problemas con el servicio de agua y por ello, desde hace tres años tienen que utilizar el agua sucia del río sin que se les brinde una solución a su problema. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Sub Gerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien en su lugar ejerza ese cargo que, dentro del año siguiente a la notificación de esta resolución, de solución definitiva a los problemas de calidad de suministro de agua potable de la comunidad de Isla Chica de Los Chiles y tome las medidas correctivas necesarias para que los vecinos de esa comunidad, reciban el agua potable en la cantidad y calidad que les permita satisfacer sus necesidades básicas indispensables.  CL
9121-11.  AGUA Y LUZ. DUEÑO DE PROPIEDAD REALIZA CORTES ABUSIVOS DE SERVICIOS BASICOS A LA INQUILINA.  Alega la recurrente que el recurrido lesiona su derecho a la salud, pues como medida de coerción, suspendió el suministro de agua potable y de electricidad en la habitación que alquila. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la arrendante, restablecer, inmediatamente, el suministro de agua potable y el servicio de electricidad en la habitación que ocupa la inquilina.  CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
9961-11.   IMAGEN.   RADIFUSORA EMITE MENSAJES QUE AFECTAN REPUTACION DE EX ADMINISTRADOR. Alega el recurrente que laboró como Administrador de un medio de comunicación, de donde fue despedido. Asegura que desde el día de su despido y hasta la fecha de interposición de su recurso, los recurridos han emitido una serie de anuncios por medio de los cuales han informado que su persona ya no labora para la empresa recurrida, y que en consecuencia, no se hacen responsables de sus actuaciones. En su criterio, dicho anuncio o cortina de humo ha afectado su imagen y honor. Si el amparado estima que los anuncios que ha emitido la emisora accionada han afectado su reputación o prestigio, y podrían constituirse como un presunto delito, deberá acudir ante la vía penal respectiva con el fin de presentar la denuncia penal del caso. En consecuencia, lo procedente es rechazar el recurso, sin perjuicio de que la parte interesada acuda a la vía legal pertinente a hacer valer sus derechos.  Se rechaza de plano el recurso. RP















